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 I. Introducción 
 

 

1. El presente informe, que abarca el período comprendido entre enero y diciembre 

de 2025, se elaboró en cumplimiento de lo dispuesto en la resolución 2467 (2019) del 

Consejo de Seguridad, en que este me solicitó que le presentara informes anuales 

sobre la aplicación de las resoluciones 1820 (2008), 1888 (2009), 1960 (2010) y 

2106 (2013) y que recomendara medidas estratégicas. En este informe no se 

determina en derecho la existencia de conflictos armados con arreglo al derecho 

internacional, ni se prejuzga la condición jurídica de ninguno de los actores no 

estatales mencionados. 

2. Los casos de violencia sexual relacionada con los conflictos verificados por las 

Naciones Unidas en 2025 aumentaron considerablemente con respecto a 2024, se 

caracterizaron por una brutalidad extrema y afectaron de manera abrumadora a 

mujeres y niñas. Basándose en los conocimientos especializados de diversos expertos, 

en particular de los asesores de protección de las mujeres, en el presente informe se 

ofrece información sobre las causas y las consecuencias de este tipo de violencia. Sin 

embargo, aunque se mantuvieron las medidas de vigilancia y respuesta de las 

Naciones Unidas, la escalada y la prolongación de los conflictos, las restricciones al 

acceso humanitario y la reacción contraria a los derechos humanos de las mujeres 

limitaron gravemente esta labor. Al mismo tiempo, el gasto relacionado con la 

creciente militarización supuso una carga para los presupuestos nacionales, en tanto 

que los drásticos recortes a la financiación de las entidades de las Naciones Unidas 

mermaron la asistencia prestada a las víctimas y provocaron el cierre de espacios 

seguros para mujeres y niñas, y la reducción de los servicios. Estos recortes 

debilitaron la capacidad estatal de prevenir e investigar la violencia sexual 

relacionada con los conflictos y darle respuesta, lo que minó la confianza de las 

víctimas en las instituciones. A medida que los recursos se agotaban y los equipos de 

primera línea se enfrentaban a ataques selectivos por parte de grupos armados, las 

personas afectadas se quedaron sin la ayuda vital que necesitaban, lo que aumentó el 

riesgo de que los civiles fueran objeto de violencia sexual.  

3. En este momento crucial, es fundamental reforzar el marco de prevención y 

respuesta establecido en virtud de la resolución 1888 (2009) del Consejo de 

Seguridad, en que se reafirmó el reconocimiento de la violencia sexual como una 

amenaza para la paz y la seguridad internacionales. Mi Representante Especial sobre 

la Violencia Sexual en los Conflictos ha seguido llamando la atención a nive l mundial 
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sobre la difícil situación de quienes han sufrido este tipo de violencia y ha movilizado 

el apoyo de todo el sistema de las Naciones Unidas a los Estados Miembros y las 

organizaciones regionales, guiándose por acuerdos y marcos de cooperación oficiales, 

así como mediante el diálogo con las partes en conflicto, de conformidad con las 

sucesivas resoluciones del Consejo de Seguridad destinadas a mejorar la prevención 

y la protección.  

4. En este informe, la expresión “violencia sexual relacionada con los conflictos” 

se utiliza en referencia a los actos de violación, de esclavitud sexual, de prostitución, 

embarazo, aborto, esterilización y matrimonio forzados y de cualquier otro acto de 

violencia sexual directa o indirectamente vinculado a un conflicto que se inflija a 

mujeres, hombres, niñas o niños. La vinculación de tales actos con los conflictos 

puede hacerse patente en el perfil de los agresores, que suelen pertenecer a grupos 

armados estatales o no estatales, incluidos los designados como terroristas por el 

Consejo de Seguridad; en el perfil de las víctimas, que con frecuencia son o se las 

considera miembros de alguna minoría política, étnica o religiosa perseguida, o son 

agredidas por su orientación sexual o identidad de género real o supuesta; o en la 

concurrencia de otras circunstancias, por ejemplo un clima de impunidad; en 

consecuencias transfronterizas, como el desplazamiento o la trata; o en el 

incumplimiento de las disposiciones de los acuerdos de alto el fuego. Dicha expresión 

también comprende los casos de trata de personas con fines de violencia o explotación 

sexuales que se producen en situaciones de conflicto armado. Cabe señalar que los 

actos de explotación y abusos sexuales que puedan cometer el personal civil y 

uniformado de las Naciones Unidas y los asociados en la ejecución quedan fuera del 

alcance del presente informe (véase A/80/644). 

5. Si bien son muchas las comunidades afectadas por la amenaza, la existencia o 

el legado de la violencia sexual relacionada con los conflictos, el presente informe se 

centra en los países y territorios sobre los cuales se dispone de información verificada 

por las Naciones Unidas. Debe leerse con los 16 informes anteriores, que en conjunto 

presentan los motivos de la inscripción de 77 partes en conflictos en una lista (véase 

el anexo). La mayoría de esas partes son agentes no estatales, y varias de ellas están  

sujetas a sanciones impuestas por el Consejo de Seguridad. También se exige a las 

partes en conflicto, incluidos los grupos armados no estatales, que contraigan 

compromisos y adopten planes de acción específicos, además de aplicar planes de 

acción para prevenir y afrontar la violencia sexual conforme a las obligaciones que 

les impone el derecho internacional humanitario y las resoluciones pertinentes del 

Consejo de Seguridad. De conformidad con la resolución 2242 (2015) del Consejo de 

Seguridad, se prohíbe a todos los agentes estatales que figuran repetidamente en los 

anexos de los informes del Secretario General sobre la violencia sexual relacionada 

con los conflictos participar en las operaciones de mantenimiento de la  paz de las 

Naciones Unidas. Una condición indispensable para dejar de figurar en esa lista es 

cumplir efectivamente los compromisos, en particular, adoptar medidas para asegurar 

la rendición de cuentas y poner fin a ese tipo de violencia.  

6. El despliegue de asesores de protección de las mujeres, que prestan 

asesoramiento sobre la colaboración con las partes en conflicto y dirigen los arreglos 

de vigilancia, análisis y notificación sobre la violencia sexual relacionada con los 

conflictos, ha sido fundamental para garantizar la disponibilidad de información 

oportuna y precisa sobre este delito, cuya frecuencia es crónicamente mayor a la 

denunciada, sentando así las bases empíricas para la respuesta. Aunque su despliegue 

está previsto por el Consejo de Seguridad en todas las resoluciones relativas a la 

violencia sexual y en las resoluciones pertinentes relativas a los países concretos, 

estos especialistas solo están desplegados en 9 de los más de 20 entornos a que se 

refiere el informe. Como subrayó el Consejo de Seguridad en su resolución 

2594 (2021), las presencias de las Naciones Unidas necesitan estas capacidades para 
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respaldar las iniciativas de protección. Sin embargo, en 2025, las entidades de las 

Naciones Unidas se enfrentaron a dificultades cada vez mayores para mantener los 

arreglos de vigilancia, análisis y notificación, así como para retener y desplegar 

oportunamente a los asesores de protección de las mujeres. El despliegue de asesores 

de protección de las mujeres en entornos sin misiones y en funciones regionales ha 

servido para prestar apoyo en otras situaciones geográficas contempladas en el 

mandato. En noviembre, durante los debates celebrados por el Grupo Oficioso de 

Expertos sobre las Mujeres y la Paz y la Seguridad con los asesores de protección de 

las mujeres (S/2025/842, anexo), los participantes destacaron la importancia de contar 

con una financiación sostenible y flexible para el despliegue oportuno de esa 

capacidad especializada, incluso en las oficinas de los coordinadores residentes y de 

asuntos humanitarios, de conformidad con la resolución 2467 (2019) del Consejo de 

Seguridad.  

7. En 2025, la red interinstitucional Acción de las Naciones Unidas contra la 

Violencia Sexual en los Conflictos, que reúne a 27 entidades miembros de la 

Organización de los pilares de acción humanitaria-desarrollo-paz, continuó la labor 

para prevenir y afrontar la violencia sexual relacionada con los conflictos. Financiada 

exclusivamente mediante contribuciones voluntarias al fondo fiduciario multipartito 

para la violencia sexual relacionada con los conflictos, la red ha llevado a cabo 66 

proyectos en 22 zonas de conflicto desde 2008. En Ucrania, la red impartió formación 

a más de 230 proveedores de atención de salud, funcionarios públicos y gestores de 

casos a nivel nacional sobre la atención sensible al trauma y los enfoques centrados 

en las víctimas, así como a 264 especialistas en asistencia jurídica, lo que permitió 

fortalecer los sistemas nacionales y mejorar el acceso de quienes sufrieron sexual a 

una atención integral a través de centros de acogida y servicios de rehabilitación. En 

Sudán del Sur, un proyecto conjunto prestó apoyo a más de 200 personas en Yuba, 

Bor, Yambio y Bentiu, y combino asesoramiento sensible al trauma, empoderamiento 

económico y mecanismos de protección impulsados por la comunidad con un 

programa de medios de subsistencia, lo que les permitió poner en marcha actividades 

generadoras de ingresos que abarcaban desde la agricultura hasta el comercio a 

pequeña escala. Con el fin de crear redes de transporte seguras que conecten a las 

poblaciones remotas con servicios médicos, psicosociales y jurídicos vitales, la 

iniciativa “Wheels of Change”, impulsada por personas que fueron afectadas por la 

violencia sexual en los conflictos, impartió capacitación a los conductores de 

mototaxis sobre la atención centrada en las víctimas y la respuesta ante emergencias. 

A nivel regional, la red organizó un taller de acción de cuatro días de duración 

centrado en quienes sufrieron esta forma de violencia en la región de Asia y el 

Pacífico, durante el cual los profesionales de primera línea y los agentes qu e 

documentan la violencia sexual crearon conjuntamente herramientas y seleccionaron 

formas de mejorar las respuestas centradas en las víctimas y que tengan en cuenta el 

trauma. A nivel mundial, la red destacó la importancia de traducir los compromisos 

globales en acciones locales durante el 69º período de sesiones de la Comisión de la 

Condición Jurídica y Social de la Mujer, en el que se conmemoró el trigésimo 

aniversario de la aprobación de la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing. 

Durante el octogésimo período de sesiones de la Asamblea General se puso de relieve 

la necesidad urgente de atender a los niños nacidos de violaciones relacionadas con 

conflictos, y en el 25º aniversario de la aprobación de la resolución 1325 (2000) del 

Consejo de Seguridad, relativa a las mujeres y la paz y la seguridad, se destacó que 

las reparaciones eran fundamentales para las víctimas. La red también contribuyó a 

la creación de conocimiento mediante una alianza con la Comisión Europea en la que 

se impulsaron enfoques con base empírica para la prevención y la respuesta a la 

violencia sexual relacionada con los conflictos, y elaborando recursos sobre las 

interrelaciones con retos emergentes y persistentes relacionados con la tecnología, la 

trata de personas y el control de armas. En 2025, el Instituto de las Naciones Unidas 
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para la Investigación sobre el Desarme se incorporó a la red con el fin de reforzar los 

conocimientos técnicos para prevenir la violencia sexual relacionada con los 

conflictos mediante el control de armamentos y el desarme. La red siguió implantando 

el marco de prevención de la violencia sexual relacionada con los conflictos mediante 

iniciativas específicas de creación de capacidad, entre las que se incluyen la 

formación del personal uniformado de las Naciones Unidas en Sudán del Sur, así 

como de organizaciones de la sociedad civil y autoridades nacionales en el Sudán. Se 

profundizó en el análisis de la intersección entre las tecnologías de la información y 

las comunicaciones y la violencia sexual relacionada con los conflictos, examinando 

cómo se utilizaban las herramientas digitales como arma para acosar, amenazar y 

explotar a las víctimas a través del discurso de odio en línea.  

8. El Equipo de Expertos sobre el Estado de Derecho y la Violencia Sexual en los 

Conflictos, atendiendo a su mandato dispuesto en la resolución 1888 (2009) del 

Consejo de Seguridad, ayudó a las autoridades nacionales de 10 Estados Miembros a 

robustecer las instituciones del estado de derecho y promover la rendición de cuentas 

por los incidentes de violencia sexual relacionada con los conflictos. En 2025 se 

lograron avances notables en la búsqueda de justicia para las víctimas en diversos 

ámbitos. En Colombia, a petición de la Jurisdicción Especial para la Paz, el Equipo 

realizó cuatro despliegues de expertos para proporcionar orientación metodológica 

específica en relación con el macrocaso 11, relativo a la violencia sexual de género y 

relacionada con los conflictos, así como para integrar capacidades especializadas en 

la Jurisdicción Especial con el fin de reforzar las investigaciones y los análisis. El 

Equipo también prestó apoyo a la Fiscalía General de Colombia en la investigación 

de casos de violencia sexual relacionada con los conflictos que son competencia de 

los tribunales ordinarios. En la República Democrática del Congo, el Equipo 

respondió rápidamente al recrudecimiento de la violencia en el este del país en el 

contexto de la crisis entre la Alianza Río Congo (AFC) y el Movimiento del 23 de 

marzo (M23), para lo cual desplegó, en marzo de 2025, a un experto durante cinco 

meses con el fin apoyar a las autoridades nacionales en el país, señaló graves 

dificultades en la documentación de las violaciones, la protección y el acceso a la 

justicia en las zonas bajo control de AFC/M23, y respaldó las medidas encaminadas 

a preservar las pruebas. En las zonas controladas por el Gobierno, el equipo colaboró 

con sus homólogos judiciales y policiales nacionales, evaluó las respuestas judiciales 

existentes y prestó asesoramiento técnico y apoyo a las autoridades de Beni y Bunia, 

donde las unidades policiales especializadas en la prevención de la violencia sexual 

remitieron 57 expedientes a las autoridades fiscales entre enero y junio. En Guinea, 

el Equipo siguió prestando apoyo a las autoridades nacionales tras las sentencias 

dictadas en 2024 en el juicio relativo a la masacre y las violaciones masivas ocurridas 

el 28 de septiembre de 2009; impartió capacitación a 27 magistrados de todo el país; 

reforzó la protección y la participación de las víctimas a lo largo de todo el proceso 

penal; y facilitó la incorporación de un enfoque centrado en las víctimas en el proceso 

de reparación, gracias al cual se indemnizó de forma prioritaria a 185 víctimas de 

violencia sexual. En agosto de 2025, el Equipo realizó una primera misión técnica a 

la República Árabe Siria con el fin de dialogar con el Gobierno sobre las opciones en 

materia de justicia transicional, complementada con amplias consultas con 

organizaciones de la sociedad civil sirias e internacionales. Se celebraron dos talleres 

en Damasco para la Comisión Nacional para la Justicia de Transición, creada por el 

Gobierno de la República Árabe Siria tras el fin del anterior régimen sirio. La 

actividad de capacitación tenía por objeto garantizar la plena aplicación de las 

medidas de justicia transicional relativas a la violencia sexual relacionada con los 

conflictos, incluida la responsabilidad penal, lo que llevó a las autoridades sirias a 

solicitar el apoyo del Equipo en 2026. En Ucrania, un experto adscrito a la Fiscalía 

General siguió prestando asesoramiento en casos complejos, y se envió a un experto 

internacional en investigaciones para que ofreciera mentoría a los organismos 
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nacionales de investigación, entre otras cosas impartiendo formación sobre enfoques 

centrados en las víctimas al Centro de Coordinación de Asistencia Jurídica. Se puso 

en marcha una serie de cursos avanzados de capacitación dirigidos a fiscales, 

investigadores, jueces y proveedores de asistencia jurídica, dedicados a las 

investigaciones centradas en las víctimas. En 2025, el Equipo puso en marcha la red 

de enjuiciamiento de la violencia sexual relacionada con los conflictos, comunidad 

de prácticas destinada a fiscales y profesionales del ámbito nacional que promueve la 

justicia y la rendición de cuentas a escala mundial en materia de violencia sexual en 

los conflictos mediante el intercambio directo de conocimientos y la creación de una 

base de datos de casos judiciales. Las solicitudes de asistencia técnica presentadas 

por los Estados Miembros han seguido aumentando, y superaron la capacidad y los 

recursos presupuestarios del equipo.  

 

 

 II. La violencia sexual como táctica de guerra y terrorismo: 
patrones, tendencias y nuevas preocupaciones  
 

 

9. En 2025 se registró un aumento de los casos documentados de la violencia 

sexual como táctica de guerra, tortura, terrorismo y represión política, al tiempo que 

se agravaban distintas crisis políticas, humanitarias y de seguridad que se solapaban 

unas a otras. Los civiles fueron víctimas de violaciones, violaciones colectivas, 

secuestros y esclavitud sexual a manos de agentes estatales y no estatales. En el marco 

de un conflicto cada vez más intenso y prolongado, estas violaciones provocaron 

desplazamientos, aterrorizaron a la población y desestabilizaron a las comunidades, 

y a menudo estaban vinculadas a objetivos estratégicos más amplios. Los grupos 

armados no estatales, incluidos los grupos delictivos organizados, las entidades 

sujetas a sanciones impuestas por el Consejo de Seguridad y las redes delictivas 

transnacionales, utilizaron la violencia sexual como táctica para hacerse con el control 

territorial, en particular de yacimientos de recursos naturales lucrativos, sobre todo 

en la República Centroafricana y la República Democrática del Congo. El secuestro, 

el matrimonio forzado, la trata de personas y el secuestro se utilizaron como parte de 

los objetivos estratégicos y la ideología de determinados grupos, incluidos los que 

figuran en la lista del Comité del Consejo de Seguridad dimanante de las resoluciones 

1267 (1999), 1989 (2011) y 2253 (2015) relativas al Estado Islámico en el Iraq y el 

Levante (Dáesh), Al-Qaida y las personas, grupos, empresas y entidades asociados, 

para incentivar el reclutamiento de combatientes y obtener recursos ilícitos, lo que 

alimentaba la economía política de la guerra. En un contexto de controles de 

desplazamientos y puestos de control, se produjeron violaciones, violaciones 

colectivas y secuestros con fines de esclavitud sexual a lo largo de las carreteras y en 

las zonas agrícolas y sus alrededores. En su intento por recuperar territorio, las fuerzas 

gubernamentales de la República Democrática del Congo se aliaron o se asociaron 

con grupos de defensa locales, mientras que en Myanmar las milicias y las autoridades 

de facto lucharon en el mismo bando. Este complejo entramado de actores en el campo 

de batalla, implicados en patrones de violencia sexual, complicaba la atribución de 

responsabilidades y socavaba la rendición de cuentas. En este contexto, en la 

República Centroafricana, el Sudán, Sudán del Sur y otros lugares, las mujeres y niñas 

a quienes se consideraba vinculadas a grupos rivales fueron víctimas de violencia 

sexual. En el Sudán, las mujeres y niñas fueron objeto de ataques por motivos étnicos, 

como afirmaron explícitamente sus autores durante los ataques. En Sudán del Sur, el 

retraso en la aplicación de los acuerdos políticos y de paz ha socavado las medidas de 

seguridad locales, lo que a su vez ha aumentado el riesgo de violencia sexual. La 

inestabilidad política, las dificultades económicas, el colapso inst itucional y la 

inseguridad agravaron las barreras de larga data que impedían a las víctimas presentar 

denuncias y acceder a los servicios, entre ellas el estigma y el temor a las represalias. 
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En muchas situaciones, ante la falta de protección o de servicios, las víctimas no 

suelen revelar fácilmente lo que les ha sucedido, lo que da lugar a que el número de 

casos denunciados sea muy inferior al real. Aumentaron las amenazas y los ataques 

contra los trabajadores humanitarios, el personal de las Naciones Unidas y los 

defensores de los derechos humanos. Las organizaciones que prestan apoyo a víctimas 

y testigos también fueron objeto de ataques. Grupos armados atacaron instituciones 

judiciales y centros de atención de salud, mientras que se restringió el acceso 

humanitario, lo que limitó la prestación de servicios vitales, incluida la atención de 

la salud sexual y reproductiva. Al mismo tiempo, las amenazas realizadas a través de 

los medios digitales, entre ellas el discurso de odio misógino y la incitación a la 

violencia, limitaron la labor de las defensoras de los derechos humanos. Los cortes 

de Internet en el Afganistán y las restricciones de este servicio en Myanmar 

impidieron que las víctimas pudieran acceder a información, incluso sobre las vías de 

derivación que conducían a servicios vitales. En un contexto de reducción del margen 

de maniobra para la prestación de servicios y el descenso del apoyo de los donantes, 

el número de casos verificados por las Naciones Unidas y registrados por los 

proveedores de servicios humanitarios en el presente informe se considera una 

estimación prudente de las tendencias mundiales. Por lo tanto, si bien en el presente 

informe se transmiten los patrones, la gravedad y la brutalidad de los casos, no se 

pretende reflejar la escala ni la prevalencia globales de estos delitos.  

10. La violencia y la explotación sexuales en el contexto del secuestro y la trata de 

personas, incluso por parte de grupos armados y entidades sujetas a sanciones 

impuestas por el Consejo de Seguridad, siguieron observándose como táctica 

terrorista. Los secuestros y la violencia sexual formaban parte de un patrón más 

amplio de ataques perpetrados por grupos armados en zonas remotas de Burkina Faso, 

Malí y el norte de Mozambique, en los que niñas de tan solo 11 años fueron sometidas 

a esclavitud sexual y sufrieron violaciones repetidas durante el cautiverio, lo que 

provocó embarazos no deseados. La organización Jama’at Nusrat ul -Islam wa 

al-Muslimin cometió violaciones, incluida la violación de al menos 100 mujeres y 

niñas, y otras formas de violencia sexual en zonas remotas de Burkina Faso y Malí. 

En un contexto de amplia disponibilidad y proliferación de armas pequeñas y ligeras, 

grupos delictivos organizados de Colombia y Haití realizaron actividades de tráfico 

con fines de explotación sexual. En Colombia, la trata de personas ha afectado 

especialmente a las comunidades afrocolombianas, los Pueblos Indígenas, las 

comunidades rurales y los refugiados y migrantes venezolanos. Las violaciones 

repetidas de las que fueron objeto en cautiverio por grupos armados provocaron 

embarazos no deseados. En Sudán del Sur, los secuestros y la esclavitud sexual 

siguieron utilizándose como castigo colectivo contra comunidades rivales, y 

provocaron desplazamientos. La Relatora Especial sobre la trata de personas, 

especialmente mujeres y niños, ha subrayado que los conflictos, los desplazamientos 

y la circulación de refugiados aumentan el riesgo de trata con fines de explotación 

sexual y matrimonio infantil. Las mujeres y los niños recluidos en campamentos de 

desplazados (como los situados en el territorio sirio que anteriormente estaba bajo el 

control de las autoridades lideradas por los kurdos) y que habían sido víctimas de la 

trata y carecían de nacionalidad, así como los refugiados rohinyás que seguían en 

condición de apatridia y sin condición de refugiado en varios Estados de acogida 

(véase A/80/166), se encontraban en una situación especialmente vulnerable.  

11. Las mujeres y las niñas desplazadas, refugiadas y migrantes se enfrentaban a un 

riesgo elevado de sufrir violencia sexual en la mayoría de los entornos analizados en 

el presente informe. En Sudán del Sur, fueron violadas durante sus repetidos 

desplazamientos y, posteriormente, secuestradas mientras huían. Al regresar, solían 

ser rechazadas por sus comunidades, lo que agravaba el riesgo de sufrir nuevas 

violaciones. En la República Centroafricana, las mujeres y niñas desplazadas dentro 

https://docs.un.org/es/A/80/166
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de la prefectura de Vakaga se enfrentaban al riesgo de sufrir ataques debido a la 

presencia de grupos armados y a las repercusiones de la guerra, incluidas las 

incursiones de las Fuerzas de Apoyo Rápido del Sudán. Las hostilidades armadas y 

los problemas relacionados con el clima provocaron desplazamientos, lo que agravó 

los riesgos de violencia sexual, entre otros lugares, en el Camerún, Nigeria y Somalia. 

En todos los entornos, las víctimas desplazadas se enfrentaban a obstáculos jurídicos 

y de protección para acceder a los servicios, dificultades que se agravaban en las 

zonas remotas y fronterizas, donde las mujeres y las niñas carecían de redes 

comunitarias. Dada la elevada concentración de personas afectadas, estos lugares 

planteaban riesgos para su seguridad. Por ejemplo, en Myanmar, donde, según se 

informa, quienes ejercían la autoridad explotaban sexualmente a las víctimas a 

cambio de alojamiento o protección, y se centraban especialmente en los hogares 

encabezados por mujeres. En el Sudán, muchas mujeres y niñas que huían del 

conflicto solo buscaron ayuda tras llegar a los países vecinos, lo que pone de relieve 

la importancia de prestar asistencia en todas las fases del desplazamiento (véase 

A/HRC/60/CRP.7). 

12. Se produjeron actos de violencia sexual en centros de detención en diversos 

contextos, como en Israel y el Estado de Palestina, la Federación de Rusia y Ucrania. 

En Myanmar se siguió recurriendo a la violencia sexual en los centros de detención 

como parte del repertorio de violencia política para intimidar y castigar a los 

opositores. En varios lugares, el acceso humanitario a los centros de detención siguió 

estando limitado o bloqueado. En Libia, las restricciones de acceso suscitaron 

preocupaciones en materia de protección, especialmente en lo que respecta a los 

refugiados y los migrantes, y hubo casos confirmados de violación y explotación 

sexual cometidos en centros de detención oficiales y no oficiales. En la República 

Árabe Siria, tras la puesta en libertad de miles de detenidos, se han puesto de 

manifiesto patrones más claros de violencia sexual en los centros de detención que 

anteriormente estaban bajo el control del antiguo régimen sirio, en los que detenidos 

de tan solo 11 años fueron víctimas de violaciones y otras formas de violencia sexual, 

incluso como forma de tortura. Los detenidos fueron violados con objetos, obligados 

a violar a otros detenidos y, en algunos casos, violados delante de sus hijos, que 

también estaban detenidos. Los hombres y niños suelen encontrarse con obstáculos a 

la hora de acceder a la ayuda necesaria debido al estigma y a la escasez de servicios 

dirigidos a los hombres que han sufrido abusos, y las mujeres que salen de prisión se 

enfrentan a un mayor riesgo de sufrir violencia por parte de sus familiares, debido a 

la suposición de que han sido víctimas de violación.  

13. Quienes han sufrido violencia sexual relacionada con los conflictos no forman 

un grupo homogéneo, de ahí la necesidad de emplear enfoques centrados en estas 

personas, que respondan a contextos específicos y necesidades individuales. Las 

víctimas, entre las que se encontraban personas con discapacidad, tenían edades 

comprendidas entre 1 y 70 años. Otras formas de violencia física extrema solían ir 

acompañadas de violencia sexual, lo que provocaba lesiones debilitantes o mortales, 

incluso por la introducción de objetos en el cuerpo de las víctimas. Se siguieron 

recibiendo informes sobre ejecuciones sumarias de víctimas tras haber sido violadas, 

tanto en la República Democrática del Congo como en Myanmar. Se registraron casos 

de suicidio entre las víctimas en el Afganistán y Myanmar. En Colombia, Nigeria y el 

Sudán, las mujeres y las niñas pertenecientes a comunidades minoritarias y 

marginadas corrían un mayor riesgo de sufrir violencia sexual. Se registraron casos 

de violaciones relacionadas con conflictos que provocaron infecciones de transmisión 

sexual, incluido el VIH, y embarazos no deseados, por ejemplo, en el contexto de los 

secuestros y la esclavitud sexual en Sudán del Sur, donde las víctimas y sus hijos 

suelen quedar excluidos de las redes socioeconómicas y sufrir discriminación. En 

2025, los agresores utilizaron tecnologías y plataformas digitales para conservar 
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imágenes de agresiones sexuales con el fin de extorsionar o humillar aún más a las 

víctimas, como ocurrió en Haití y Sudán del Sur. Aunque la gran mayoría de las 

víctimas siguieron siendo mujeres y niñas, el fenómeno también afectó a hombres y 

niños. La mayoría de los actos de este tipo infligidos a hombres y niños varones 

ocurrieron en centros de detención e incluyeron violaciones y descargas eléctricas o 

golpes en los genitales. Las víctimas masculinas de la violencia sexual suelen evitar 

hablar del tema y, en su lugar, se refieren a ella como tortura, lo que tiene como 

consecuencia que se vea limitado su acceso a los servicios especializados. Las 

personas LGBTQI+ corrían un riesgo grave de sufrir violencia sexual, especialmente 

en los centros de detención. Estas diversas formas de violencia sexual y la variedad 

de las personas afectadas exigen respuestas adaptadas, y las redes que las atienden 

deben seguir defendiendo sus derechos y necesidades.  

14. La impunidad de la violencia sexual relacionada con los conflictos subsistió en 

2025. La escalada de los conflictos y la falta de voluntad política obstaculizaron las 

iniciativas encaminadas a garantizar la rendición de cuentas, ya que los grupos 

armados atacaron las instituciones judiciales, mientras que siendo limitada la 

presencia de los actores judiciales en la mayoría de las zonas afectadas por el conflicto 

siguió. En Guinea, el indulto presidencial concedido en marzo de 2025 al 

ex-Presidente Moussa Dadis Camara, que había sido declarado culpable y condenado 

a 20 años de prisión en relación con la masacre del estadio ocurrida en 2009, durante 

la cual se cometieron actos de violencia sexual, suscitó inquietudes entre las víctimas 

en cuanto a su seguridad, sobre todo dada la falta de medidas de protección adecuadas 

para salvaguardar sus testimonios ante los tribunales. En muchas de las situaciones 

descritas en el presente informe, persistían las dificultades para acceder al sistema 

judicial formal, debido al temor a represalias, a la falta de asistencia jurídica y a la 

necesidad de recorrer largas distancias para llegar hasta las autoridades competentes. 

En algunos casos, la ausencia de procesos oficiales de rendición de cuentas llevó a 

recurrir a mecanismos de justicia consuetudinaria, que a menudo anteponían el honor 

de la familia a los derechos de las víctimas. En lo que respecta a la justicia penal 

internacional, en septiembre los Estados miembros de la Confederación de Estados 

del Sahel emitieron un comunicado en el que anunciaban su retirada inmediata del 

Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, en el marco de las investigaciones 

realizadas por la Corte sobre presuntos crímenes de guerra y crímenes de lesa 

humanidad en Malí, que incluyen violación y esclavitud sexual, por los que se ha 

dictado una orden de detención contra el fundador y líder de Ansar Eddine. No 

obstante, se observaron avances en algunos procesos de justicia de transición y 

reparadora, como en la República Árabe Siria, donde el Gobierno creó una Comisión 

Nacional para la Justicia de Transición (véase el párr. 8). En virtud de la Ley de Apoyo 

a las Supervivientes Yazidíes en el Iraq, se aprobaron 2.587 solicitudes de 

indemnización, de las cuales 1.341 correspondían a supervivientes de la violencia 

sexual de las comunidades yazidí, turcomana, shabak y cristiana. En Colombia, la 

Jurisdicción Especial para la Paz dictó tres sentencias históricas por responsabilidad 

de mando en relación con la violencia sexual en el macrocaso 1.  

15. Por lo general, las partes en conflicto siguieron mostrando un bajo grado de 

cumplimiento de las normas internacionales aplicables, a pesar del robusto marco 

establecido por el Consejo de Seguridad mediante sus resoluciones 1888 (2009), 

1960 (2010), 2106 (2013), 2331 (2016) y 2467 (2019). Más del 65 % de las partes 

incluidas en la lista del anexo del presente informe son autores reincidentes, y figuran 

en el anexo durante cinco o más años sin tomar medidas correctoras o reparadoras. 

Es fundamental que los comités de sanciones del Consejo de Seguridad tengan 

siempre en cuenta a los autores reincidentes que figuran en el anexo del presente 

informe, en el contexto de las sanciones impuestas por el Consejo contra personas y 

entidades, a fin de mejorar el cumplimiento de las obligaciones derivadas del derecho 

https://docs.un.org/es/S/RES/1888(2009)
https://docs.un.org/es/S/RES/1960(2010)
https://docs.un.org/es/S/RES/2106(2013)
https://docs.un.org/es/S/RES/2331(2016)
https://docs.un.org/es/S/RES/2467(2019)
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internacional consuetudinario y convencional y de las resoluciones pertinentes del 

Consejo de Seguridad. En la actualidad, ocho regímenes de sanciones de países 

concretos incluyen la violencia sexual como motivo para imponer sanciones. Los 

actos de violencia sexual, cuando se utilizan como táctica terrorista, pueden constituir 

motivo para la inclusión en la lista del Comité del Consejo de Seguridad dimanante 

de las resoluciones 1267 (1999), 1989 (2011) y 2253 (2015) relativas al Estado 

Islámico en el Iraq y el Levante (Dáesh), Al-Qaida y las personas, grupos, empresas 

y entidades asociados (véase la resolución 2734 (2024)). En 2025, la violencia sexual, 

entre otros motivos, fue la razón por la que se incluyó a una entidad en la lista de 

sanciones de Haití (Gran Grif). Los grupos de expertos de supervisión del Consejo de 

Seguridad siguen desempeñando un papel fundamental para establecer la identidad 

de los autores de actos de violencia sexual y formular recomendaciones sobre su 

inclusión en la lista de sanciones.  

 

 

 III. Violencia sexual en entornos afectados por conflictos 
 

 

  Afganistán 
 

16. Las autoridades talibanas de facto aplicaron políticas represivas contra las 

mujeres y niñas afganas, en un contexto marcado por graves necesidades humanitarias 

y la impunidad, consecuencia de décadas de conflicto. En 2025, la Misión de 

Asistencia de las Naciones Unidas en el Afganistán (UNAMA) verificó distintos 

incidentes de violencia sexual, como violaciones, violaciones colectivas, matrimonios 

forzados y desnudez forzada, que se habían cometido contra 15 mujeres y 6 niñas y 

fueron atribuidos a funcionarios de facto, incluidas las fuerzas de seguridad de facto. 

A pesar de la prohibición de los matrimonios forzados decretada en 2021, las 

autoridades de facto estuvieron implicadas tanto en la comisión como en el 

mantenimiento de dichos matrimonios. El Relator Especial sobre la situación de los 

derechos humanos en el Afganistán informó de que las mujeres que cuestionaban o 

protestaban contra las políticas de género de las autoridades talibanas de facto habían 

sido objeto de detenciones arbitrarias y, una vez detenidas, habían sufrido torturas y 

malos tratos, incluida violencia sexual (véase A/HRC/59/25). 

17. Los profesionales de primera línea siguieron prestando servicios de gestión de 

casos y asistencia jurídica, aunque la disponibilidad general de los servicios se vio 

considerablemente reducida por la falta de financiación, además de por las 

restricciones a la libertad de circulación de las trabajadoras humanitarias y al tipo de 

labor que podían realizar. A julio de 2025 se habían cerrado más de 400 centros de 

salud, así como cientos de puntos de atención para la violencia de género que 

contaban con el apoyo de las Naciones Unidas (véase A/80/366). Además, las 

autoridades de facto han impedido que las mujeres afganas, incluido el personal de 

las Naciones Unidas, accedan a las instalaciones de la Organización, lo que ha 

limitado aún más la prestación de servicios.  

18. En los cuatro años transcurridos desde la derogación de las leyes y la supresión 

de los tribunales especializados en derechos de la mujer (véase A/HRC/59/25), seguía 

sin estar claro cuál era el marco aplicable al acceso de las mujeres a la justicia y a la 

tramitación de las denuncias de violencia de género, que en su mayor parte son 

gestionadas por funcionarios varones. En las últimas dos décadas, las víctima s han 

solicitado reconocimiento e indemnización por los daños causados, garantías de no 

repetición y el enjuiciamiento penal de los responsables (véase A/HRC/60/23). En 

octubre de 2025, el Consejo de Derechos Humanos, en su resolución 60/2, creó el 

Mecanismo Independiente de Investigación para el Afganistán, encargado de recabar 

y analizar pruebas de delitos internacionales y de las violaciones más graves del 

derecho internacional, incluidas las cometidas contra mujeres y niñas.  

https://docs.un.org/es/S/RES/1267(1999)
https://docs.un.org/es/S/RES/1989(2011)
https://docs.un.org/es/S/RES/2253(2015)
https://docs.un.org/es/S/RES/2734(2024)
https://docs.un.org/es/A/HRC/59/25
https://docs.un.org/es/A/80/366
https://docs.un.org/es/A/HRC/59/25
https://docs.un.org/es/A/HRC/60/23
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  Recomendación 
 

19. Exhorto a las autoridades de facto a que inmediatamente pongan fin a todos los 

actos de violencia sexual, reviertan todas las leyes, políticas y prácticas que restringen 

los derechos humanos y las libertades fundamentales de las mujeres y las niñas, y 

cumplan las obligaciones internacionales que atañen al Afganistán y las resoluciones 

pertinentes del Consejo de Seguridad, entre ellas la resolución 2681 (2023). Las 

exhorto también a que reviertan la prohibición impuesta a las mujeres afganas de 

trabajar para las Naciones Unidas y las organizaciones no gubernamentales.  

 

  República Centroafricana 
 

20. En el contexto de las operaciones militares y las incursiones de grupos armados 

en las zonas oriental y occidental del país, prosiguieron los ataques contra la 

población civil, incluidos los casos de violencia sexual. La región central registró una 

disminución general de los incidentes de seguridad en el marco del proceso de 

desarme y desmovilización de los miembros de Retorno, Reclamación y 

Rehabilitación (3R) y Unidad por la Paz en la República Centroafricana (UPC), tras 

el regreso oficial de estos grupos al Acuerdo Político para la Paz y la Reconciliación 

en la República Centroafricana de 2019, de conformidad con el acuerdo firmado el 

19 de abril en Yamena (véase S/2025/638). Persistió la falta crónica de denuncias de 

violencia sexual, especialmente en zonas remotas y afectadas por conflictos, mientras 

que la reducción de la financiación humanitaria provocó una disminución de más del 

70 % en los servicios de atención a la violencia de género que abarcaban las 65 

localidades contempladas en el plan de respuesta humanitaria. En 2025, la Misión 

Multidimensional Integrada de Estabilización de las Naciones Unidas en la República 

Centroafricana (MINUSCA) documentó varios casos de violencia sexual relacionada 

con el conflicto (violaciones individuales y colectivas, matrimonios forzados y 

esclavitud sexual) que afectaron a 239 mujeres, 217 niñas, 30 hombres y 7 niños, en 

los que participaron elementos de la UPC y el 3R, al igual que miembros de otras 

facciones de la Coalición de Patriotas por el Cambio. Miembros de las fuerzas de 

defensa y seguridad nacionales, incluidas las Fuerzas Armadas de la República 

Centroafricana, estuvieron implicados en 79 casos. También estuvo implicado otro  

personal de seguridad.  

21. En la región de Yade, el 3R atacó a mujeres y niñas que se dedicaban a 

actividades de subsistencia. Integrantes del grupo siguieron cometiendo violaciones 

y violaciones grupales a la espera de que comenzara el proceso de desarme y 

desmovilización. En Alto Bomú, los miembros de Azande Ani Kpi Gbe siguieron 

cometiendo actos de violencia sexual, incluidas violaciones grupales. En la región de 

Vakaga, en medio de las incursiones, se atribuyeron casos de violación a miembros 

de las Fuerzas de Apoyo Rápido, una de las partes en conflicto en el Sudán. Además, 

las organizaciones humanitarias registraron 10.385 casos de violencia sexual 

presuntamente perpetrados por grupos armados y otros 1.978 casos perpetrados por 

las fuerzas de defensa y seguridad nacionales.  

22. El Gobierno reforzó el marco normativo nacional mediante la adopción del 

tercer plan de acción nacional (2026-2030) para la aplicación de la resolución 

1325 (2000) del Consejo de Seguridad, aunque siguió siendo limitada la aplicación 

del plan de acción nacional para prevenir y combatir la violencia de género 

relacionada con los conflictos (2024-2028). Los Tribunales de Apelación de Bangui 

y Buar celebraron audiencias penales a puerta cerrada (con el fin de proteger la 

identidad de las víctimas y los testigos) para examinar 23 casos de violencia sexual, 

con el apoyo de la MINUSCA. Persistían deficiencias en materia de desarme y 

desmovilización, incluida la ausencia de disposiciones específicas sobre la 

participación de las mujeres en el acuerdo de Yamena. En general, los avances hacia 

https://docs.un.org/es/S/RES/2681(2023)
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la rendición de cuentas y la lucha contra la violencia sexual relacionada con los 

conflictos siguieron siendo limitados.  

 

  Recomendación 
 

23. Acojo con satisfacción los avances logrados en la aplicación del Acuerdo 

Político para la Paz y la Reconciliación en la República Centroafricana e insto a todas 

las partes a que pongan fin de inmediato a todos los actos de violencia sexual. Vuelvo 

a exhortar a las autoridades a que aceleren la aplicación del comunicado conjunto de 

2019, incluida la aprobación del plan de acción para las fuerzas armadas, la 

asignación de recursos a la unidad mixta de intervención rápida y represión de la 

violencia sexual contra las mujeres y los niños, y el refuerzo de las medidas de 

rendición de cuentas. 

 

  Colombia 
 

24. En 2025, la situación de la seguridad se agravó en determinadas regiones debido 

a las disputas entre grupos armados no estatales por las economías ilícitas y al 

mantenimiento de las hostilidades entre estos actores y las fuerzas armadas 

nacionales, lo que expuso a mujeres y niñas a la violencia sexual relacionada con los 

conflictos. El acceso a los territorios controlados por grupos armados se vio aún más 

restringido, lo que agravó las necesidades humanitarias. Nueve años después de la 

firma del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una 

Paz Estable y Duradera entre el Gobierno y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 

Colombia-Ejército del Pueblo (FARC-EP), la implementación de las disposiciones 

del Acuerdo relacionadas con el género sigue siendo escasa.  

25. Siguieron sin denunciarse todos los casos de violencia sexual persistió a causa 

del temor a represalias contra quienes la sufrieron, junto con la desconfianza hacia 

las instituciones, a lo que se sumaron las barreras lingüísticas y de accesibilidad, que 

afectaron especialmente a las mujeres indígenas, los niños y las mujeres con 

discapacidad. A pesar de estos problemas, la Unidad para las Víctimas registró casos 

de violencia sexual relacionada con los conflictos que afectaron a 4.113 personas; 

753 de ellos tuvieron lugar en 2025, y el resto en años anteriores. La mayoría de las 

víctimas eran mujeres jóvenes y niñas. Las mujeres líderes y las defensoras de los 

derechos humanos, así como las personas con discapacidad, también fueron afectadas. 

Aunque las comunidades negras, afrocolombianas e indígenas representan alrededor 

del 15 % de la población de Colombia, son víctimas del 31 % de las violaciones 

registradas. En más de la mitad de los casos denunciados seguía sin conocerse la 

identidad del autor y en el 27,4 % de los casos se señaló la autoría de grupos 

guerrilleros. El Sistema Nacional de Vigilancia en Salud Pública registró 276 casos 

de presunta violencia sexual relacionada con los conflictos, la mitad de los cuales se 

cometieron contra menores de 14 años. Se recabaron pruebas forenses en menos del 

10 % de los casos. En diez alertas tempranas, la Defensoría del Pueblo estableció 

riesgos de violencia sexual relacionados con el conflicto armado y la delincuencia 

organizada, y colocó a las mujeres, los niños y los jóvenes migrantes entre quienes 

corren mayor riesgo. Las mujeres y las niñas desplazadas y migrantes corrían un 

mayor riesgo de ser víctimas de la trata, especialmente en las zonas fronterizas, a lo 

largo de las rutas de tránsito de migrantes y en los territorios afectados por economías 

ilícitas, como el tráfico de drogas, la minería y el contrabando. La Defensoría del 

Pueblo ha informado que la trata de personas está relacionada con otras violaciones 

de los derechos humanos, como la esclavitud sexual, el secuestro y el matrimonio 

forzado. En 2025, las Naciones Unidas registraron casos de violencia sexual contra 

22 mujeres y 3 niñas. Las violaciones se cometieron en el marco de la imposición del 

control social y territorial por parte de grupos armados. Para infundir miedo, 

especialmente en las zonas controladas por grupos armados, se difundieron imágenes 



S/2026/321 
 

 

12/40 26-02226 

 

sexualmente explícitas a través de la tecnología y las redes sociales. Los presuntos 

autores eran miembros de grupos armados no estatales y de organizaciones criminales 

nacionales y transnacionales, entre ellas el Tren de Aragua. También estarían 

implicados miembros de las fuerzas armadas nacionales.  

26. Con el fin de evaluar la aplicación del Plan Nacional de Acción sobre Mujeres, 

Paz y Seguridad, en 2025 el Gobierno creó oficialmente un comité de supervisión y 

seguimiento que aún no ha entrado en funcionamiento. Las fuerzas armadas emitieron 

directrices para establecer una política de tolerancia cero frente a la violencia sexual 

y de género y desplegar asesores de género en las operaciones militares. La 

Jurisdicción Especial para la Paz dictó tres sentencias condenatorias por 

responsabilidad de mando en relación con la violencia sexual en el macrocaso 1 y 

prosiguió con las investigaciones sobre la violencia sexual relacionada con los 

conflictos en ocho macrocasos. Se establecieron medidas de protección en relación 

con la información sensible del macrocaso 11 sobre la violencia sexual y de género 

relacionada con los conflictos y, en el marco de una campaña de acreditación, se 

inscribió a 938 mujeres y 104 hombres como víctimas. Se profirieron amenazas contra 

organizaciones dirigidas por mujeres y de defensa de los derechos de las mujeres que 

prestan apoyo a las víctimas de violencia sexual. La Fiscalía General reforzó la 

investigación y el enjuiciamiento de los delitos de violencia sexual relacionados con 

los conflictos mediante la priorización estratégica de los casos y el análisis contextual 

de los delitos organizados a gran escala desde una perspectiva de género. Aunque la 

Unidad para las Víctimas concedió reparaciones administrativas a 1 .169 personas y 

prestó asistencia a 908 víctimas, las limitaciones de recursos provocaron importantes 

carencias en el apoyo multisectorial, lo que afectó a la continuidad de los centros de 

acogida y redujo el número de personal técnico y de supervisión, lo que a su vez 

limitó la capacidad nacional y local para responder a la violencia sexual relacionada 

con los conflictos. 

 

  Recomendación 
 

27. Insto al Gobierno a que acelere la aplicación de las disposiciones relativas al 

género del Acuerdo Final de Paz y del plan de acción nacional para la aplicación de 

la resolución 1325 (2000), en consulta con las víctimas y las organizaciones dirigidas 

por mujeres. Exhorto al Gobierno a que institucionalice la cooperación con mi 

Representante Especial mediante la firma de un acuerdo marco de cooperación para 

hacer frente a la violencia sexual. Exhorto a las entidades de justicia ordinaria y de 

transición de Colombia a que mejoren el acceso de las víctimas a la justicia , incluso 

reforzando las investigaciones coordinadas.   

 

  República Democrática del Congo 
 

28. En 2025, surgieron denuncias de violencia sexual en medio de la escalada de 

hostilidades entre las Fuerzas Armadas de la República Democrática del Congo y 

múltiples grupos armados, entre otras cosas durante el recrudecimiento de la ofensiva 

emprendida por el M23 en el este del país “con el apoyo y la participación directos 

de las Fuerzas de Defensa de Rwanda” (véase la resolución 2773 (2025) del Consejo 

de Seguridad). También se dieron a conocer denuncias de violencia sexual tras la toma 

de Uvira por parte de miembros del M23 en diciembre de 2025. En las provincias de 

Kivu del Norte, Kivu del Sur, Ituri, Maniema y Tanganica, entre enero y sep tiembre, 

los proveedores de servicios registraron 90.199 casos de violencia sexual, incluidas 

violaciones, perpetrados principalmente por grupos armados.  

29. El colapso de las instituciones encargadas de hacer cumplir la ley, el temor a 

represalias y las graves limitaciones en materia de acceso y seguridad, especialmente 

en las zonas controladas por AFC/M23 (véase S/2025/176), redujeron aún más el ya 

https://docs.un.org/es/S/RES/1325(2000)
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limitado margen de maniobra de los observadores de derechos humanos para 

documentar la violencia sexual relacionada con el conflicto. Sin embargo, en 2025 la 

Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en la República Democrática del 

Congo (MONUSCO) verificó 1.534 casos de violencia sexual relacionada con los 

conflictos (un aumento del 86 % con respecto a 2024). Entre los casos se contaban 

violaciones, violaciones colectivos, esclavitud sexual y matrimonios forzados, a 

menudo como forma de tortura y aparente represalia, acompañados de otras formas 

de violencia física extrema, y afectaron a 854 mujeres, 672 niñas, 4 hombres y 

4 niños, entre los que había personas tan solo 1 año de edad. Se atribuyeron unos 

1.229 casos a grupos armados no estatales; en años anteriores se registraron 32 casos. 

Entre los más de 5 millones de civiles desplazados (véase S/2025/590), que sufrían 

graves carencias humanitarias básicas, las mujeres y las niñas corrían un riesgo 

especial de sufrir violencia sexual. Se atribuyeron unos 305 casos a agentes estatales, 

de los cuales 285 implicaban a las Fuerzas Armadas (lo que supone un aumento del 

60 % con respecto a 2024) y 4 implicaban a otros agentes estatales. Miembros de las 

Fuerzas Armadas estuvieron implicados en casos de violación, violación colectiva y 

matrimonio forzado, que provocaron embarazos forzados y muertes, en Ituri, así como 

en casos de violación cometidos en el contexto de los saqueos durante su retirada del 

frente en Kivu del Sur. Las Fuerzas de Defensa del Pueblo de Uganda estuvieron 

implicadas en siete casos, y las Fuerzas de Defensa Nacional de Burundi, en dos. La 

tendencia de los casos documentados de violencia sexual cometidos por la Policía 

Nacional Congolesa ha disminuido en los últimos cinco años, habiéndose 

documentado siete casos en 2025. 

30. Los grupos armados recurrieron a la violencia sexual para afirmar su control 

territorial y someter a las comunidades. Los casos documentados en los que está 

implicado el M23, entre los que se incluyen violaciones, violaciones colectivas y 

esclavitud sexual, aumentaron de 152 en 2024 a 439 en 2025. Miembros del M23 

cometieron actos de violencia sexual contra civiles a los que consideraban afiliados a 

las Fuerzas Armadas y a grupos armados que operaban bajo el nombre de Wazalendo. 

Las violaciones en las que estuvo implicado el M23 se produjeron en centros de 

detención y durante operaciones de acordonamiento y registro, y afectaron a mujeres, 

niñas, hombres y niños, así como a personas LGBT (véase A/HRC/60/80), además de 

a actores de la sociedad civil (véase S/2025/590). Aunque la multiplicidad de actores 

armados complicaba la atribución de la responsabilidad, en Kivu del Norte y Kivu del 

Sur se atribuyeron a grupos armados que operan con nombre de Wazalendo casos de 

violencia sexual que afectaron a 60 mujeres y 17 niñas. En Ituri, los ataques contra la 

población civil incluyeron actos de violencia sexual relacionada con los conflictos, 

en los que estuvieron implicadas la Cooperativa para el Desarrollo del Congo (141), 

la milicia Zaire y la Fuerza de Resistencia Patriótica de Ituri (11). En Ituri y Kivu del 

Norte, 25 casos en los que se implicaba a las Fuerzas Democráticas Aliadas durante 

incursiones en aldeas y granjas incluían violaciones colectivas, secuestros y 

esclavitud sexual de mujeres y niñas, incluso mediante matrimonios forzados con 

combatientes, a menudo acompañados de la ejecución de familiares de las víctimas. 

En Kivu del Sur, miembros de Twirwaneho estuvieron implicados en 64 casos, 

miembros de Resistencia en pro del Estado de Derecho en Burundi (RED Tabara)  en 

60 casos y miembros de las Fuerzas Nacionales de Liberación en 15 casos.     

31. Los ataques selectivos y los saqueos de centros médicos, así como los cierres 

prolongados de los aeropuertos de Goma y Kavumu, provocaron una grave escasez 

de suministros, entre ellos los kits posviolación. Los ataques contra instalaciones 

judiciales y penitenciarias destruyeron expedientes relacionados con la violencia 

sexual relacionada con los conflictos (véase S/2025/176), y las fugas masivas de 

presos en Goma, Bukavu, Kabare, Uvira y Kalemi permitieron que los autores 

condenados por delitos de violencia sexual, incluidos comandantes de grupos 
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armados, huyeran, lo que agravó los riesgos para la protección de víctimas y testigos. 

Los jueces militares condenaron a 35 miembros de las Fuerzas Armadas y a tres 

miembros de grupos armados por esclavitud sexual y violación, incluso durante el 

cautiverio. Tras la visita de mi Representante Especial en julio, el Gobierno aprobó 

planes de acción específicos para el ejército y la policía con el fin de hacer frente a la 

violencia sexual. En virtud de la innovadora ley de reparaciones de 2022, se abonaron 

indemnizaciones (financiadas con recursos del sector minero) a diez víctimas de 

violencia sexual relacionada con el conflicto, de conformidad con las resoluciones 

judiciales dictadas en Ituri, y se proporcionaron reparaciones provisionales —entre 

las que se incluyen asistencia médica, apoyo psicosocial y formación en medios de 

subsistencia— a 45.095 personas afectadas por la violencia sexual que vivían en 

campos de refugiados. Además se inscribió en el estado civil a 1.052 niños nacidos 

como consecuencia de una violación, a quienes se reconoció la nacionalidad.  

 

  Recomendación 
 

32. Exhorto a las partes en conflicto a que pongan fin a todos los actos de violencia 

sexual relacionada con el conflicto y garanticen la inclusión de medidas de prevención 

y respuesta en todos los procesos de mediación y paz. Celebro los avances 

sustanciales logrados en la concesión de reparaciones a las víctimas, de conformidad 

con las resoluciones de los tribunales nacionales. Acojo con beneplácito la 

elaboración de hojas de ruta específicas para la policía y el ejército en el marco del 

anexo de 2019 al comunicado conjunto, y pido que se apliquen sin demora. Insto a 

las autoridades a que redoblen sus esfuerzos para garantizar que todos los autores, 

independientemente de su rango o afiliación, rindan cuentas por los actos de violencia 

sexual relacionada con los conflictos, y a que ofrezcan asistencia y medidas de 

reparación a las personas afectadas.  

 

  Israel y el Estado de Palestina1  
 

33. En 2025, tras dos acuerdos de alto el fuego que dieron lugar a la liberación de 

más de 50 rehenes retenidos por Hamás y otros grupos armados palestinos en Gaza, 

seis rehenes denunciaron públicamente haber sufrido violencia sexual. Una rehén 

liberada durante el alto el fuego de enero de 2025 denunció haber sufrido múltiples 

casos de violencia sexual. En marzo de 2025, dos rehenes mujeres que habían sido 

liberadas en 2023 también denunciaron haber sufrido violencia sexual. Tres rehenes 

varones liberados en octubre de 2025 tras la aplicación del Plan Integral para Poner 

Fin al Conflicto de Gaza presentaron nuevas denuncias de violencia sexual. Las 

Naciones Unidas no pudieron verificar ninguna de estas denuncias, dado que el 

Gobierno de Israel siguió impidiendo el acceso de los órganos competentes de las 

Naciones Unidas para realizar las investigaciones.  

34. En lo que respecta a la rendición de cuentas por los ataques del 7 de octubre de 

2023, desde su inclusión en el anexo del informe anterior (S/2025/389), Hamás no ha 

reconocido ningún caso de violencia sexual y no ha asumido compromisos ni 

adoptado medidas para hacer frente a las violaciones relacionadas con la violencia 

sexual, incluida la rendición de cuentas de los presuntos autores. Además, las 

Naciones Unidas aún no han recibido información sobre las acusaciones formuladas 

por las autoridades israelíes por delitos de violencia sexual contra palestinos 

detenidos acusados de participar en los atentados.  

35. En 2025, se siguieron documentando casos de violencia sexual contra palestinos 

detenidos en Israel y en el Territorio Palestino Ocupado. Los casos verificados por las 

__________________ 

 1 A los efectos del presente documento, en esta sección se informa sobre la situación en el 

Territorio Palestino Ocupado, que comprende la Ribera Occidental, incluida Jerusalén Oriental, 

y la Franja de Gaza, así como en Israel. 
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Naciones Unidas deben considerarse indicativos de los incidentes y las tendencias 

observados a lo largo de varios períodos de referencia, y no exhaustivos, dada la 

continua denegación de acceso por parte del Gobierno de Israel a los centros de 

detención, así como a Gaza. Persistieron las dificultades para denunciar la violencia 

sexual, debido, entre otras cosas, a las amenazas explícitas proferidas por las fuerzas 

armadas y de seguridad israelíes para coaccionar a los detenidos a fin de que no 

denunciaran los abusos. Según la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 

Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH), aunque el Plan Integral dio lugar a 

la puesta en libertad de 1.968 palestinos detenidos por las autoridades israelíes, más 

de 9.000 seguían detenidos, entre ellos más de 4.000 sin acusación ni juicio o 

sometidos a detención administrativa, lo que suscitaba preocupación por la 

posibilidad de que se tratara de detenciones arbitrarias. En 2025, las Naciones Unidas 

verificaron múltiples casos de violencia sexual relacionada con el conflicto, incluida 

la utilizada como forma de tortura, infligida a 14 hombres, 7 mujeres, 9 niños y 1 niña 

de la Franja de Gaza y la Ribera Occidental. Trece de estos casos se produjeron en 

2025, y 18 en 2023 y 2024. Las agresiones consistieron en violaciones, incluidas 

violaciones con objetos, violaciones colectivas, intentos de violación, violencia física 

contra los genitales, disparos deliberados contra los genitales, tocamientos de los 

pechos y los genitales, registros corporales y de cavidades realizados sin justificación 

aparente por motivos de seguridad, desnudez forzada y amenazas de violación. Se 

cometieron violaciones y violaciones colectivas, en algunos casos de forma reiterada, 

contra nueve víctimas, la mayoría de ellas procedentes de Gaza. Entre los autores se 

encontraban las fuerzas armadas y de seguridad israelíes, concretamente las Fuerzas 

de Defensa de Israel, el Servicio Penitenciario de Israel —incluidas las fuerzas 

especiales Keter— y la Unidad Antiterrorista de la Policía (Yamam). Estas 

violaciones se produjeron principalmente durante la detención y los interrogatorios, 

y en varios lugares, entre ellos campamentos militares (Sde Teiman, el centro de 

detención de Etzion, el campamento de Majnunah y una base no identificada); 

instalaciones del Servicio Penitenciario de Israel (Megiddo, Ofer, Ramla, Hasharon, 

Shatta, Nafha y Damon); y en una comisaría israelí (comisaría de Gush Etzion). 

Además, se cometieron violaciones en los puestos de control y durante las 

operaciones militares israelíes en el Territorio Palestino Ocupado. Fueron objeto de 

estas violaciones periodistas y defensores de los derechos humanos. En la mayoría de 

los casos se produjeron múltiples formas de violencia sexual de forma simultánea y, 

en algunos casos (incluido uno de violación), las agresiones fueron grabadas en video 

o fotografiadas. La violencia sexual contra las detenidas consistió principalmente en 

amenazas de violación, desnudez forzada, tocamientos no deseados y registros 

corporales humillantes o degradantes sin justificación, mientras que los hombres y 

los niños fueron objeto de violaciones, intentos de violación y agresiones a los 

genitales, lo que provocó que cinco víctimas masculinas sufrieran hemorragias 

rectales graves o hinchazón durante varios días o semanas y, en algunos casos, sin 

recibir atención médica. Los efectos a largo plazo de la violencia sexual en los 

detenidos que fueron liberados y regresaron a Gaza se vieron agravados por las 

pésimas condiciones de vida (véase A/HRC/60/CRP.3). Además, debido a los 

desastres humanitarios y a los repetidos desplazamientos masivos provocados por el 

conflicto (véase A/HRC/58/28), las mujeres y las niñas de Gaza siguen expuestas a 

un riesgo elevado de sufrir violencia sexual.  

36. La Comisión Internacional Independiente de Investigación sobre el Territorio 

Palestino Ocupado, incluida Jerusalén Oriental, e Israel, así como diversas entidades 

de las Naciones Unidas, han documentado sistemáticamente una falta sistemática de 

rendición de cuentas (véanse los documentos A/HRC/50/21, A/HRC/52/75, A/79/232, 

A/HRC/58/28 y A/HRC/58/CRP.6) por las violaciones cometidas contra los 

palestinos, lo que perpetúa un clima de impunidad. El 19 de febrero de 2025, cinco 

soldados de reserva pertenecientes a la Unidad 100 de las Fuerzas de Defensa de Israel 
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fueron acusados de agresión física grave, ocurrida en el campamento militar de Sde 

Teiman en julio de 2024. Según la Comisión de Investigación, a pesar de las pruebas 

disponibles (entre las que se incluyen videos, informes médicos y una descripción 

detallada de la agresión, que, según se informa, incluyó la introducción de un objeto 

en el ano, lo que provocó lesiones graves en el recto), en el auto de acusación no 

figuraba ningún cargo por violencia sexual o violación (A/HRC/58/CRP.6). En marzo 

de 2026 se retiraron todos los cargos. Estos acontecimientos corren el riesgo de 

reforzar un clima de impunidad que podría facilitar la comisión de actos de violencia 

sexual relacionados con el conflicto.  

37. Tras el aviso sobre la posible inclusión en la lista de las fuerzas armadas y de 

seguridad israelíes (S/2025/389, apéndice), mi Representante Especial siguió 

manteniendo contactos con el Gobierno de Israel y la sociedad civil. Sin embargo, no 

se ha facilitado información relativa al cumplimiento de las medidas concretas 

establecidas en la resolución 2467 (2019) del Consejo de Seguridad. Hasta la fecha, 

el Gobierno de Israel no ha permitido el acceso a las entidades competentes de las 

Naciones Unidas para llevar a cabo actividades de supervisión, mientras que la 

prestación de servicios y la asistencia humanitaria siguen estando muy restringidas. 

Mi Representante Especial también siguió colaborando con la Autoridad Palestina en 

lo relativo a la asistencia a las víctimas.  

 

  Recomendación 
 

38. Reitero mi llamamiento al Gobierno de Israel para que ponga fin de inmediato 

a todos los actos de violencia sexual, cumpla los compromisos con plazos concretos 

para hacer frente a la violencia sexual y prevenirla, tal y como se establece en las 

resoluciones 1960 (2010), 2106 (2013) y 2467 (2019), y a conceder acceso sin 

restricciones a los órganos pertinentes de las Naciones Unidas para que investiguen 

todas las presuntas violaciones, incluida la violencia sexual relacionada con el 

conflicto.  

39. Sigo exigiendo que se rindan cuentas, con las garantías procesales debidas, por 

los delitos de violencia sexual cometidos durante los ataques del 7 de octubre y en los 

días posteriores, y hago un llamamiento a Hamás para que adopte medidas destinadas 

a combatir la violencia sexual. 

40. Insto al Gobierno de Israel a que garantice que los detenidos palestinos reciban 

un trato digno y a que investigue y enjuicie todas las denuncias de violencia sexual 

contra ellos. 

 

  Libia 
 

41. En un contexto de inseguridad generalizada y de tráfico ilícito de armas, los 

traficantes transnacionales y los grupos armados siguieron cometiendo actos de 

violencia sexual, como violaciones y esclavitud sexual, con total impunidad, 

principalmente contra migrantes, refugiados y desplazados internos. En 2025, la 

Misión de Apoyo de las Naciones Unidas en Libia (UNSMIL) verificó varios casos 

de violencia sexual relacionada con el conflicto que afectaron a 45 mujeres y niñas 

migrantes y refugiadas. Las víctimas que fueron secuestradas, detenidas 

arbitrariamente o víctimas de la trata sufrieron violencia sexual, incluidas violaciones 

y explotación sexual, a menudo junto con otras violaciones de derechos humanos, 

como la tortura y la exigencia de un rescate como condición para la liberación. Las 

violaciones tuvieron lugar en centros de detención ilegales y campamentos 

provisionales repartidos por toda Libia, gestionados por redes de trata y grupos 

armados afiliados al Ejército Nacional Libio.  

https://docs.un.org/es/S/2025/389
https://docs.un.org/es/S/RES/2467(2019)
https://docs.un.org/es/S/RES/1960(2010)
https://docs.un.org/es/S/RES/2106(2013)
https://docs.un.org/es/S/RES/2467(2019)


 
S/2026/321 

 

26-02226 17/40 

 

42. Al menos seis centros de detención no oficiales gestionados por grupos armados, 

en los que se habrían producido actos de violencia sexual, siguen siendo inaccesibles 

para las Naciones Unidas y se calcula que albergan a más de 3.000 detenidos (véase 

S/2025/509). En el este de Libia, las Naciones Unidas siguieron recibiendo denuncias 

de detenciones arbitrarias en centros de detención gestionados por el Ejército 

Nacional Libio y el Servicio de Seguridad Nacional del este, entre ellos Gernada y 

Kuwayfia (véase S/2025/509). En estos centros se han denunciado casos de violencia 

sexual desde 2017 (véanse los documentos S/2025/389, S/2018/250 y A/HRC/52/83). 

En 2025, la UNSMIL verificó casos de violencia sexual relacionada con el conflicto, 

incluso como forma de tortura, contra cuatro hombres. Se registraron casos en el este 

de Libia en los que el autor fue el “Batallón 166”.  En los demás casos, que ocurrieron 

en el oeste del país, estuvo implicado “Katiba 55 Mushat”. 

43. En enero de 2025, la Sala de Cuestiones Preliminares de la Corte Penal 

Internacional dictó una orden de detención contra Osama Elmasry Njeem, miembro 

del Cuerpo de Disuasión para la Lucha contra el Terrorismo y la Delincuencia 

Organizada, entre otros cargos, por los crímenes de guerra y los crímenes de lesa 

humanidad de violación y violencia sexual cometidos en la prisión de Mitiga desde 

2015. Desde diciembre de 2025, Khaled Mohamed Ali El Hishri, quien habría sido 

alto funcionario de la prisión de Mitiga, se encuentra bajo custodia de la Corte tras 

una orden de detención dictada en julio de 2025, entre otros cargos, por crímenes de 

guerra y crímenes de lesa humanidad, concretamente por violaciones y actos de 

violencia sexual cometidos entre 2015 y 2020. Desde 2017 se han documentado de 

forma sistemática casos de violencia sexual en los centros de detención, incluido el 

de Mitiga, bajo el control del Cuerpo de Disuasión (véase S/2018/250). También se 

produjeron casos de violencia sexual contra migrantes en centros oficiales y no 

oficiales que, según los informes, estaban gestionados por altos funcionarios bajo la 

autoridad general del Ministerio del Interior, incluido el Departamento de L ucha 

contra la Migración Ilegal. 

44. Aunque el Gobierno de Unidad Nacional adoptó medidas iniciales para hacer 

frente a las violaciones relacionadas con la trata y la detención, estos esfuerzos aún 

no han logrado mitigar suficientemente los retos estructurales más generales. En 

2025, la Fiscalía General puso en libertad a varias personas que habían sufrido 

violencia sexual (hecho verificado por la UNSMIL) de la prisión de Mitiga. Sin 

embargo, por miedo a las represalias, no se presentaron denuncias oficiales. En 

febrero de 2025, las redadas contra la trata de personas realizadas por las autoridades 

libias dieron lugar al traslado de 344 migrantes desde centros de tráfico a centros de 

detención dependientes del Departamento de Lucha contra la Migración Ilegal, desde 

donde han surgido denuncias de violencia sexual (véase A/HRC/60/82). En mayo, el 

primer ministro promulgó un decreto por el que se disolvía el Departamento, lo que 

provocó el cierre de todos los centros de detención oficiales de Trípoli y la puesta en 

libertad de los detenidos, mientras que los centros de detención siguieron funcionando 

en Tayura y en el este de Libia. Simultáneamente, el decreto estableció una nueva 

Administración General de Lucha contra la Migración Ilegal dependiente del 

Ministerio del Interior y transfirió a la nueva entidad las responsabilidades, los  activos 

y el mismo personal del Departamento (véase S/2025/509). Hasta la fecha, no hay 

indicios de que estos cambios vayan acompañados de reformas estructurales. Para 

abordar estas preocupaciones, en 2025 las autoridades libias colaboraron de manera 

constructiva con mi Representante Especial en relación con las medidas establecidas 

en sucesivas resoluciones del Consejo de Seguridad.  

 

  Recomendación  
 

45. Reitero mi exhortación a las autoridades libias a que concedan a las Naciones 

Unidas un acceso humanitario irrestricto a todas las prisiones, los centros de 

detención y los puntos de desembarco de migrantes y refugiados. Exhorto a las 
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autoridades a que lleven a cabo investigaciones independientes e imparciales y 

enjuicien los casos de violencia sexual relacionada con el conflicto, como parte de la 

reforma del sector de la seguridad y de las iniciativas de reconciliación. También pido 

que se aprueben medidas contra la trata de personas y el proyecto de ley sobre la 

protección de las mujeres contra la violencia.  

 

  Malí 
 

46. La inseguridad derivada de las operaciones militares, junto con la expansión de 

la influencia de los grupos armados del norte y el centro de Malí hacia las regiones 

occidental y meridional, agravó los riesgos de violencia sexual relacionada con los 

conflictos, especialmente en las zonas remotas. Para octubre, los recortes 

presupuestarios, la escalada de violencia y las restricciones a la circulación impuestas 

por los grupos armados (incluidos aquellos sujetos a sanciones impuestas por el 

Consejo de Seguridad) habían afectado la asistencia y los servicios humanitarios. En 

este contexto, en 2025, en el marco del seguimiento las violaciones graves cometidas 

contra los niños, las Naciones Unidas verificaron casos de violencia sexual que 

afectaron a 22 niñas de entre 14 y 17 años, perpetrados por grupos armados como 

Jama‘a Nusrat ul-Islam wa al-Muslimin y la Provincia del Sahel del Estado Islámico. 

Además, las organizaciones humanitarias registraron casos de violación, esclavitud 

sexual, agresión sexual y otras formas de violencia sexual relacionada con los 

conflictos, que afectaron a 45 mujeres y 16 niñas, entre ellas 6 personas con 

discapacidad. Los autores eran miembros de grupos armados no estatales, entre ellos 

el Grupo de Autodefensa de los Tuaregs Imgads y sus Aliados (GATIA), el 

Movimiento Nacional de Liberación de Azawad (MNLA), los cazadores tradicionales 

dozos y otros actores armados no identificados. Estas violaciones solían producirse 

en el contexto de secuestros sistemáticos de mujeres y niñas mientras  estaban 

ocupadas en actividades de subsistencia.  

47. La persistente falta de denuncias se vio agravada por la escasa disponibilidad de 

servicios: el 72 % de las localidades del norte y el centro de Malí carecían de servicios 

para las víctimas como consecuencia de los recortes presupuestarios, mientras que al  

menos el 45 % de los servicios prestados por organizaciones no gubernamentales 

locales se vieron interrumpidos, en medio de amenazas y ataques contra el personal 

de primera línea, en particular en Gao, Tombuctú, Mopti y Menaka. A pesar de estos 

retos, la Naciones Unidas y sus asociados siguieron prestando apoyo a los centros de 

atención integral que ofrecían servicios multisectoriales y espacios seguros en los que 

se brindaba asistencia psicosocial y económica en las regiones de Gao, Mopti, Segú 

y Tombuctú. Además, la Carta para la Paz y la Reconciliación Nacional, aprobada en 

agosto tras una serie de consultas nacionales, incluye una disposición relativa a la 

atención integral de las víctimas de violencia sexual como parte del enfoque de 

seguridad nacional.  

48. El acceso a la justicia para las personas afectadas por este tipo de violencia sigue 

siendo un reto constante, debido principalmente a la escasa presencia de instituciones 

judiciales en las zonas afectadas por el conflicto de las regiones del norte y del centro, 

lo que dificulta el acceso de las víctimas a la Dependencia Judicial Especializada de 

Lucha contra el Terrorismo y la Delincuencia Organizada Transnacional, que, desde 

2019, se ocupa de los crímenes de guerra según el derecho internacional, incluida  la 

violencia sexual relacionada con el conflicto. Los casos emblemáticos de violencia 

sexual relacionada con los conflictos cometidos en el norte de Malí en 2012 y 2013 

(véase A/HRC/58/79) seguían pendientes ante los tribunales. Si bien la creación de 

organismos sucesores de la Comisión de la Verdad, la Justicia y la Reconciliación 

supuso un avance en materia de reparaciones, la publicación del informe final de la 

Comisión, que se prevé que esté listo en diciembre de 2022, se considera un paso 

importante en el proceso de reconciliación.  
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  Recomendación 
 

49. Reitero mi exhortación a las autoridades de transición a que agilicen el 

cumplimiento de las disposiciones del comunicado conjunto de 2019 para investigar 

y enjuiciar todos los casos de violencia sexual relacionada con el conflicto. Insto a 

las autoridades de transición a que garanticen el acceso de las personas damnificadas 

a la protección y los servicios en las zonas afectadas por el conflicto, y a que apliquen 

la legislación sobre reparaciones y resarcimientos, asignen los recursos adecuados y 

pongan plenamente en funcionamiento los organismos que suceden a la Comisión de 

la Verdad, la Justicia y la Reconciliación. Insto a los donantes a que financien los 

servicios destinados a las víctimas y el despliegue de asesores de protección de las 

mujeres en el equipo de las Naciones Unidas en el país.  

 

  Myanmar 
 

50. En 2025, en medio de un conflicto cada vez más intenso, graves dificultades 

económicas y desplazamientos masivos, siguieron apareciendo denuncias de actos de 

violencia sexual relacionados con el conflicto, perpetrados principalmente por el 

ejército de Myanmar contra mujeres, hombres, niñas y niños, así como contra 

personas LGBTQI. Tras los terremotos de marzo de 2025, las mujeres y las niñas se 

vieron expuestas a un mayor riesgo de sufrir violencia sexual en los refugios 

temporales, que estaban abarrotados.  

51. Persistió el uso generalizado y sistemático de la violencia sexual como táctica 

de guerra y represión política por parte del ejército de Myanmar. El ejército del 

Myanmar, incluidas las fuerzas relacionadas y las milicias afiliadas, entre ellas Pyu 

Saw Htee, persiguió a personas por motivos de género, orientación sexual, origen 

étnico, religión o supuesta afiliación política. Entre las violaciones documentadas 

figuraban violaciones, violaciones colectivas, esclavitud sexual y otras formas de 

violencia sexual, perpetradas durante operaciones terrestres, en centros de detención, 

en redadas a aldeas y en puestos de control, así como en hogares, campos y bosques. 

En el centro de Myanmar, el ejército habría sometido a mujeres y niñas, incluidas 

personas con discapacidad, a violaciones, violaciones colectivas y esclavitud sexual, 

a menudo en sus propios hogares o en bases militares. Las víctimas sufrieron graves 

daños físicos y psicológicos, incluidos embarazos no deseados, y, según se informa, 

algunas se suicidaron. Estos hechos contribuyeron a generar un trauma generalizado, 

a romper los lazos familiares y a agravar el miedo en las comunidades afectadas. En 

el noroeste de Myanmar han surgido denuncias de actos de violencia sexual cometidos 

por el Ejército de Arakán, entre ellos violaciones. En junio hasta 25 mujeres habrían 

sido violadas por militares durante redadas en el centro de Myanmar (véase 

A/80/490). Mientras continuaba la violencia en el estado de Rakáin, surgieron 

denuncias de actos de violencia sexual contra mujeres y niñas rohinyá (véase 

A/80/307), perpetrados por el ejército y el Ejército de Arakán. Los grupos armados 

que se oponen al ejército, incluidas las fuerzas de defensa popular y las 

organizaciones armadas étnicas, también habrían estado implicados en actos de 

violencia sexual contra la población civil (véase A/80/490) y contra las mujeres y las 

personas de diversas orientaciones sexuales e identidades de género que prestaban 

servicio en sus filas. 

52. El colapso del sistema judicial oficial impidió que las personas afectadas 

pudieran acceder a recursos jurídicos, lo que provocó que, en algunas zonas, se 

recurriera a la justicia tradicional, lo que dio lugar a indemnizaciones económicas en 

lugar de sanciones adecuadas. El servicio militar obligatorio suscitó gran 

preocupación, entre otras cosas por la violencia sexual, que también se relacionó con 

las exenciones concedidas a las mujeres casadas, las cuales, según se informa, 

aumentan el riesgo de matrimonios forzados y de trata de mujeres y niñas.  
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53. Las víctimas sufrieron amenazas de muerte y corrieron el riesgo de sufrir 

represalias al solicitar asistencia, mientras que la oferta de servicios siguió estando 

muy limitada debido a la escasez de profesionales cualificados, las interrupciones en 

el suministro, el cierre de centros, las restricciones de la circulación y los bloqueos 

de la ayuda humanitaria. El acceso limitado a la anticoncepción de urgencia, la 

profilaxis posexposición y los servicios de aborto seguro aumentó el riesgo de 

embarazos no deseados e infecciones de transmisión sexual, incluido el VIH. Los 

proveedores de servicios fueron objeto de amenazas de violencia por parte de grupos 

armados y, con frecuencia, se vieron obligados a mantener un perfil bajo, trasladarse 

o suspender sus actividades. Además, los recortes presupuestarios de 2025 mermaron 

considerablemente la capacidad de los agentes locales para prestar servicios 

esenciales de salud y refugio seguro, así como para documentar los casos de violencia 

sexual. Los partidarios del ejército y las fuerzas afines siguieron atacando en Internet 

a mujeres y activistas, especialmente a quienes tenían vínculos con el movimiento de 

resistencia, profiriendo amenazas de carácter sexual con el fin de imponerles silencio.  

54. Los supervivientes desplazados en los países vecinos se enfrentaron a 

obstáculos legales y de protección a la hora de acceder a los servicios, mientras que, 

en los campamentos de desplazados de Myanmar, las autoridades locales habrían 

explotado sexualmente a civiles desplazados a cambio de refugio o seguridad, 

centrándose especialmente en los hogares encabezados por mujeres. Más de un millón 

de refugiados rohinyás seguían residiendo en Bazar de Cox (Bangladesh), donde la 

disminución de la ayuda humanitaria y el deterioro de la situación de seguridad 

exponían a las mujeres y los niños a graves riesgos de trata de personas, matrimonios 

forzados y otras formas de violencia sexual.  

 

  Recomendación  
 

55. Insto al ejército y a todos los grupos armados de Myanmar a que: apliquen 

plenamente lo dispuesto en la resolución 2669 (2022) del Consejo de Seguridad; 

pongan fin inmediatamente a todos los actos de violencia sexual, de acuerdo con las 

obligaciones que les impone el derecho internacional. liberen de inmediato a todos 

los presos detenidos arbitrariamente; exijan responsabilidades a los autores de actos 

de violencia sexual; y velen por un acceso humanitario seguro y sin trabas a todas las 

zonas del país para que pueda prestarse asistencia vital a las personas afectadas. 

También insto a la comunidad internacional a que proporcione f inanciación rápida, 

flexible y a largo plazo a las organizaciones locales de la sociedad civil que prestan 

apoyo y servicios a las víctimas. Exhorto a las autoridades de Bangladesh a que 

apliquen el marco de cooperación de 2018 destinado a combatir la violencia sexual 

relacionada con los conflictos contra la población rohinyá desplazada.  

 

  Somalia 
 

56. La violencia persistente, las disputas entre clanes y las crisis humanitarias 

cíclicas, agravadas por el cambio climático, provocaron desplazamientos, lo que 

expuso a las mujeres y las niñas a la violencia sexual relacionada con el conflicto. 

Las dificultades para acceder a las zonas donde estaba presente Al-Shabaab, el temor 

a represalias, el estigma y la desconfianza hacia los canales oficiales de denuncia 

agravaron el falta crónica de denuncias. En 2025, la Misión de Asistencia Transicional 

de las Naciones Unidas en Somalia (UNTMIS) verificó casos de violencia sexual 

relacionada con el conflicto, entre ellos violaciones, violaciones colectivas, 

matrimonios forzados, agresiones sexuales y embarazos forzados, que afectaron a 201 

niñas y 21 mujeres, algunas de las cuales fueron víctimas de violencia sexual tras 

haber sido secuestradas. Las violaciones, que a menudo se produjeron en zonas 

remotas, incluidos los campos de cultivo, se atribuyeron a agentes armados no 

identificados, seguidos de Al-Shabaab y miembros de milicias de clanes.  
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57. Los recortes presupuestarios afectaron considerablemente a la supervisión y a 

la prestación de servicios, lo que obligó a reducir la cobertura geográfica. El cierre 

de 120 centros de atención integral y espacios seguros para mujeres y niñas en todo 

el país dejó en funcionamiento solo 80 de estas instalaciones, lo que afectó a la 

prestación de servicios a las quienes sufrieron violencia de género en zonas rurales, 

entornos de desplazamiento y zonas de conflicto, y contribuyó a una disminución del 

42 % en los casos denunciados de violencia sexual relacionada con el conflicto en 

comparación con 2024. A pesar de estas limitaciones, las Naciones Unidas siguieron 

suministrando servicios multisectoriales y prestando apoyo a personas que 

anteriormente habían estado vinculadas a Al-Shabaab, entre ellas 24 mujeres que 

habían sufrido violencia sexual. 

58. Persistió la impunidad en los casos de violencia sexual relacionada con el 

conflicto, ya que los marcos jurídicos e institucionales carecían de mecanismos de 

protección suficientes. Las víctimas corrían el riesgo de sufrir represalias y tenían 

dificultades para identificar a los autores, quienes a menudo quedaban al margen de 

la rendición de cuentas en los procesos judiciales tradicionales. En Yubalandia, una 

orden de la policía en que se pedía a las organizaciones locales que denunciaran los 

casos a las oficinas de género suscitó inicialmente preocupaciones en torno a la 

confidencialidad y la seguridad de las personas afectadas. La intervención de la 

UNTMIS propició la reanudación del diálogo entre la policía y la sociedad civil sobre 

la coordinación de respuestas centradas en las personas afectadas. En noviembre, el 

Parlamento celebró la primera lectura del proyecto de ley sobre los delitos de 

violación y actos obscenos, que omite la ausencia de consentimiento en la definición 

de violación y tipifica como delito el adulterio, lo cual contraviene las normas 

internacionales de derechos humanos. Está en curso la segunda fase de la transición 

y el traspaso de las responsabilidades de la UNTMIS al Gobierno Federal de Somalia, 

al equipo de las Naciones Unidas en el país y a otras partes interesadas y ha abarcado 

ámbitos fundamentales para la prevención y la respuesta a la violencia sexual 

relacionada con el conflicto, entre ellos los derechos humanos, la protección, el estado 

de derecho y la justicia. Aunque el Gobierno federal siguió reiterando su compromiso 

con el comunicado conjunto de 2013 sobre la erradicación de la violencia sexual en 

los conflictos, no se ha avanzado en la elaboración de un plan de acción para su puesta 

en práctica. 

 

  Recomendación  
 

59. Insto al Gobierno Federal de Somalia a que elabore y aplique un plan de acción 

nacional en relación con el comunicado conjunto sobre la erradicación de la violencia 

sexual en los conflictos, a que amplíe la protección, los servicios, las reparaciones y 

las medidas de resarcimiento para las personas afectadas, y a que refuerce el marco 

jurídico. Insto a los donantes a que den prioridad a la respuesta a la violencia sexual 

relacionada con los conflictos en el marco de la planificación de la transición, así 

como al despliegue de asesores de protección de las mujeres como parte del equipo 

de las Naciones Unidas en el país.  

 

  Sudán del Sur 
 

60. En 2025, en un contexto de renovadas tensiones políticas y de incumplimientos 

del Acuerdo Revitalizado para la Solución del Conflicto en la República de Sudán del 

Sur, la violencia sexual siguió perpetrándose con impunidad, en medio de 

enfrentamientos en las regiones del Alto Nilo y de Ecuatoria y de un deterioro de la 

situación humanitaria agravado por crisis económicas y climáticas (S/2025/706). La 

precariedad de las medidas de seguridad locales y la debilidad de la estructura de 

mando y control dentro de las Fuerzas de Defensa del Pueblo de Sudán del Sur 

aumentaron el riesgo de violencia sexual para las mujeres y las niñas que huían del 
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conflicto y se encontraban en los campamentos de desplazados. Los ciclos de 

violencia intercomunitaria y venganza incluyeron el uso de la violencia sexual, ya 

que jóvenes armados y miembros de milicias comunitarias, especialmente en los 

estados de Yonglei y Unidad, secuestraron y violaron a mujeres y niñas. La Misión 

de las Naciones Unidas en Sudán del Sur (UNMISS) verificó incidentes de violencia 

sexual relacionada con el conflicto, entre ellas violaciones individuales y colectivas, 

sometimiento a esclavitud sexual y matrimonios forzados, que afectaron a 247 

personas, incluidas a 162 mujeres, 84 niñas y 1 hombre. Trece personas quedaron 

embarazadas y ocho dieron a luz como consecuencia de violaciones relacionadas con 

el conflicto, y muchas de ellas sufrieron el rechazo de sus familiares, especialmente 

en los estados de Yonglei y Bahr el-Ghazal Occidental. La mayoría de los autores eran 

miembros de milicias locales y de grupos armados no estatales, entre ellos grupos 

delictivos organizados en Yuba y en algunas zonas de los estados de Warrap y Lagos. 

También participaron las fuerzas de seguridad del Estado, entre ellas las Fuerzas de 

Defensa del Pueblo de Sudán del Sur, el Servicio de Policía Nacional de Sudán del 

Sur y el Servicio Nacional de Seguridad, en incidentes ocurridos cerca de los puestos 

de control y durante las patrullas nocturnas, incluidos los relacionados con la 

extorsión. Además se atribuyeron al Ejército de Liberación del Pueblo del Sudán en 

la Oposición (ELPS-O) diversas violaciones, entre ellas violaciones sexuales, en 

Ecuatoria Central. Las milicias comunitarias y los grupos de jóvenes armados fueron 

los responsables del mayor número de casos denunciados, relacionados con la 

violencia intercomunitaria y con las comunidades desplazadas, especia lmente en 

Ecuatoria Occidental, Ecuatoria Central, Yonglei y Unidad. Las víctimas tenían entre 

7 y 70 años y fueron atacadas mientras realizaban actividades esenciales para su 

subsistencia, tras haber sido secuestradas y mientras huían del conflicto. Las m ujeres 

y las niñas refugiadas y que retornan se enfrentaban a un mayor riesgo de sufrir 

violencia sexual durante sus viajes y a su llegada a Sudán del Sur, especialmente en 

los asentamientos temporales, superpoblados e inseguros.  

61. Los líderes tradicionales o los familiares presionaban a quienes habían sufrido las 

agresiones para que resolvieran los casos ante los tribunales consuetudinarios y se 

casaran con los agresores. En algunos casos, la policía rechazó a las víctimas o las 

extorsionó, debido a la falta de capacidad investigadora, de recursos forenses y de 

protección de testigos. Con el fin de reforzar la rendición de cuentas, la UNMISS prestó 

apoyo al Tribunal Militar General del estado de Bahr el-Ghazal Occidental, que juzgó 

seis causas relacionadas con delitos cometidos durante el conflicto, incluido un caso de 

violencia sexual relacionada con el conflicto, perpetrados durante los enfrentamientos 

de febrero de 2025 en el condado de Río Jur. Aunque el juicio no concluyó con una  

sentencia debido a que las víctimas no pudieron identificar a los agresores, una 

resolución judicial ordenó al Estado que concediera una indemnización económica a 

todas las víctimas. La UNMISS también prestó apoyo al despliegue de dos tribunales 

móviles en el estado de Alto Nilo. El plan de acción de las fuerzas armadas para hacer 

frente a la violencia sexual relacionada con los conflictos se prorrogó hasta diciembre 

de 2026 (véase S/2025/389). Sin embargo, el Comité Mixto de Aplicación creado para 

supervisar el plan siguió sin entrar en funcionamiento. En el momento de redactar este 

informe, solo los hospitales públicos de diez estados contaban con centros de protección 

familiar o centros de atención integral que prestaban servicios multisectoriales a las 

personas afectadas, por lo que la oferta de servicios era insuficiente, ya que la llegada 

de refugiados y repatriados procedentes del Sudán había ejercido una presión adicional 

sobre unos recursos ya de por sí escasos. 

  Recomendación  
 

62. Exhorto a todas las partes a que pongan fin de inmediato a la reanudación de las 

hostilidades y a todas las formas de violencia sexual, y a que cumplan con las 

obligaciones que les incumben en virtud del Acuerdo Revitalizado y del derecho 
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internacional. Reitero mi exhortación al Gobierno a que acelere la ejecución de los 

planes de acción destinados a las fuerzas armadas y al Servicio Nacional de Policía, 

asigne los recursos presupuestarios necesarios e investigue todos los casos de 

violencia sexual, y a que exija responsabilidades a los autores. Insto al Gobierno a 

reforzar la prestación de servicios multisectoriales a las personas afectadas, 

especialmente en las zonas remotas y de conflicto.  

 

  Sudán  
 

63. Desde el estallido de las hostilidades entre las Fuerzas Armadas Sudanesas y las 

Fuerzas de Apoyo Rápido, respaldadas por sus respectivos grupos armados y milicias 

aliados, la violencia sexual relacionada con el conflicto (incluidas las violaciones, las 

violaciones grupales, la esclavitud sexual, los matrimonios forzados, los embarazos 

forzados y los secuestros con fines de explotación sexual) se ha convertido en una 

característica definitoria del conflicto. Mujeres y niñas, en particular las 

pertenecientes a las comunidades zaghawa y fur, fueron objeto de ataques por parte 

de las Fuerzas de Apoyo Rápido por motivos étnicos (véase A/HRC/60/22), así como 

por su afiliación real o supuesta a fuerzas rivales. En 2025, las Naciones Unidas 

documentaron casos en Jartum, Kordofán Septentrional, Kordofán Meridional y 

Kordofán Occidental, Al Gazira, Nilo Blanco, Nilo Azul, Sinnar, Río Nilo, y los 

estados de Darfur Septentrional, Darfur Occidental, Darfur Central y Darfur 

Meridional, perpetrados contra 275 mujeres, 218 niñas, 5 niños y 3 hombres, en los 

que las víctimas tuvieron entre 5 y 55 años de edad. En la mayoría de los casos, se 

atribuyó la responsabilidad a las Fuerzas de Apoyo Rápido y las milicias armadas 

aliadas. En el marco de la ofensiva iniciada por las Fuerzas de Apoyo Rápido, con el 

apoyo de las milicias armadas aliadas, contra el campamento de desplazados internos 

de Zamzam (El Fasher), entre el 10 de abril y el 20 de mayo, al menos 77 mujeres, 

28 niñas y 3 niños fueron sometidos a violencia sexual, que incluyeron violaciones, 

violaciones colectivas y esclavitud sexual. La mayoría de estos incidentes se 

produjeron a lo largo de las principales vías de evacuación.  

64. La misión internacional independiente de investigación de los hechos para el 

Sudán informó de que, desde 2023, la violencia sexual se había dirigido 

principalmente contra mujeres y niñas. Miembros de las Fuerzas de Apoyo Rápido 

estuvieron implicados en la mayoría de los casos documentados, entre ellos los 

ocurridos en Bahri, El Fasher, Al Gazira, Jartum, Kordofán, Kornoi, Niyala y 

Omdurman, que se perpetraron en espacios públicos y en puestos de control. Las 

Fuerzas de Apoyo Rápido utilizaron la violencia sexual y de género como táctica para 

sembrar el terror en comunidades enteras, entre otras cosas con el fin de castigar y 

someter a las mujeres y niñas, lo que pone de manifiesto un patrón sistémico. Además, 

la misión confirmó casos de matrimonios forzados de mujeres y niñas y de esclavitud 

sexual perpetrados por miembros de las Fuerzas de Apoyo Rápido. Los hombres y 

niños también fueron sometidos a violencia sexual en los centros de detención, 

incluida la desnudez forzada. Los niños nacidos de violaciones relacionadas con el 

conflicto, muchos de los cuales han sido abandonados, se enfrentaban a graves 

obstáculos para obtener una identidad legal y acceder a los servicios sociales, 

mientras que las madres tampoco tenían acceso a servicios especializados de atención 

psicosocial y protección. Miembros de las Fuerzas Armadas Sudanesas también 

estuvieron implicados en actos de violencia sexual cometidos en los estados de Nilo 

Blanco, Nilo Azul, Jartum y Norte, especialmente durante la detención o el 

desplazamiento (véase A/HRC/60/22). En octubre, durante la toma de El Fasher y en 

los días posteriores, las Fuerzas de Apoyo Rápido y las milicias armadas aliadas 

cometieron actos de violencia sexual generalizados, sistemáticos y coordinados, 

incluidas violaciones masivas y colectivas en lugares públicos, dirigidos 

principalmente contra mujeres y niñas de comunidades no árabes, en particular las 
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zaghawas, y contra aquellas personas consideradas simpatizantes de las Fuerzas 

Armadas Sudanesas o de las fuerzas conjuntas aliadas a estas (véase A/HRC/61/77). 

65. La prestación de servicios y los mecanismos de derivación siguieron siendo 

limitados, en parte debido al colapso del sistema de salud en el Sudán. Según los 

informes, en agosto el 80 % de los establecimientos de salud de las zonas afectados 

por el conflicto no estaban en estado operacional, debido a la falta de suministros 

esenciales, de personal de salud cualificado y de acceso humanitario. En Darfur, la 

falta de establecimientos de salud y de instituciones que garanticen el estado de 

derecho impidió que las personas afectadas pudieran denunciar los incidentes con 

seguridad y recibir ayuda. En abril de 2025, las autoridades aprobaron un marco 

renovado de cooperación con las Naciones Unidas para hacer frente a la violencia 

sexual en los conflictos, con el objetivo de mejorar la protección, la prestación de 

servicios y la rendición de cuentas.  

 

  Recomendación 
 

66. Reitero mi exhortación a todas las partes en el conflicto del Sudán a que pongan 

fin a toda forma de violencia sexual e incluyan disposiciones pertinentes para 

combatir la violencia sexual en los futuros procesos de alto el fuego y de 

establecimiento de la paz, y para que garanticen la participación plena y efectiva de 

las mujeres en esos procesos. Insto a todas las partes a que velen por un acceso 

humanitario seguro e irrestricto a los proveedores de servicios en cada estado. Acojo 

con beneplácito la aprobación del marco de cooperación para 2025 e insto a su plena 

aplicación; asimismo, insto al Gobierno a que garantice que los responsables sean 

llevados ante la justicia, de conformidad con las normas y estándares internacionales.  

 

  República Árabe Siria 
 

67. En 2025, tras la puesta en libertad de miles de personas de los centros de 

detención después del fin del anterior régimen sirio (véase A/HRC/58/66), las 

Naciones Unidas han documentado patrones de violación y violencia sexual que se 

prolongaron durante años y que fueron perpetrados bajo el anterior régimen. Las 

mujeres detenidas fueron sometidas principalmente a violaciones, mientras que los 

hombres detenidos, incluidos los niños, sufrieron violencia sexual como forma de 

tortura. En 2025, las Naciones Unidas denunciaron casos de violencia sexual contra 

cuatro niñas cometidos entre octubre de 2022 y diciembre de 2024 por Dáesh y el 

denominado Ejército Nacional Sirio en la oposición (véase S/2025/535). En mayo, el 

Gobierno de la República Árabe Siria promulgó el decreto núm. 20, por el que se 

creaba una Comisión Nacional de Justicia Transicional, con el objetivo de hacer 

justicia y exigir responsabilidades por las violaciones cometidas durante la era del 

antiguo régimen, indemnizar a las víctimas y garantizar la no repetición y la 

reconciliación nacional.  

68. En 2025, la Comisión Internacional Independiente de Investigación sobre la 

República Árabe Siria documentó secuestros seguidos de violaciones y matrimonios 

forzados, incluidos casos contra mujeres alauitas, perpetrados por miembros de 

facciones armadas no identificadas, en un contexto en el que se denunciaron 

asesinatos de civiles, principalmente de comunidades alauitas de las zonas costeras, 

a manos de elementos armados y de algunos miembros de las fuerzas de seguridad 

del Gobierno. En las provincias de Latakia y Homs, hombres y niños de las 

comunidades alauita y murshid fueron víctimas de palizas en los genitales a manos 

de combatientes sirios y extranjeros no estatales, así como de miembros de la 

Seguridad General (véase A/HRC/59/CRP.4). En julio, durante los enfrentamientos 

armados en las provincias del sur, surgieron denuncias de secuestros de mujeres 

drusas y beduinas y de actos de violencia sexual perpetrados contra ellas por 
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elementos armados. Las víctimas y familiares que presentaron denuncias afirmaron 

haber sufrido amenazas y otros obstáculos a la hora de obtener ayuda de las fuerzas 

del orden locales. Una investigación interna llevada a cabo por el Gobierno de la 

República Árabe Siria sobre los supuestos secuestros de mujeres entre enero y 

septiembre concluyó que, de los 42 casos denunciados, solo se confirmó uno. Más de 

300 organizaciones de mujeres y de la sociedad civil sirias, así como activistas, 

cuestionaron estas conclusiones. Desde entonces han salido a la luz casos de violencia 

sexual relacionados con secuestros (véase A/HRC/61/62). Persisten las 

preocupaciones en relación con la situación de la seguridad en estas zonas. Según se 

ha informado, al menos tres personas nombradas para las nuevas fuerzas armadas 

sirias han estado implicadas en violaciones de los derechos humanos, recien tes o 

pasadas, contra minorías, en cuyo contexto se habrían producido presuntos actos de 

violencia sexual relacionados con el conflicto.  

69. A principios de 2026, tras los cambios en el control territorial en el noreste de 

la República Árabe Siria, miles de mujeres y niños sirios y extranjeros abandonaron 

el campamento de Al-Hawl, antes de su cierre en febrero. En 2025, las Naciones 

Unidas había determinado que muchas personas de este colectivo eran víctimas de la 

trata de personas, entre ellas personas sometidas a matrimonios forzados repetidos y 

niños nacidos fruto de una violación.  

 

  Recomendación  
 

70. Exhorto al Gobierno de la República Árabe Siria a que garantice la rendición de 

cuentas por los delitos de violencia sexual relacionados con el conflicto dentro del 

marco jurídico de la justicia de transición y colabore con mi Representante Especial 

en la aprobación de medidas de prevención, protección y asistencia para las personas 

que sufrieron este tipo de violencia.  

 

  Ucrania  
 

71. En 2025 se siguieron documentando casos de violencia sexual en los territorios 

de Ucrania ocupados temporalmente y en la Federación de Rusia. Invariablemente, 

las autoridades rusas no permitieron a los observadores de las Naciones Unidas 

ponerse en contacto ni con los civiles detenidos ni con los prisioneros de guerra 

ucranianos, a los que solo pudieron entrevistar confidencialmente cuando fueron 

puestos en libertad. En la mayoría de los casos, solo se pudo contactar con los civiles 

detenidos que habían sido puestos en libertad y con otros civiles que permanecían en 

los territorios de Ucrania ocupados temporalmente por la Federación de Rusia una 

vez que abandonaron esas zonas. Quienes sufrieron violencia sexual siguieron 

encontrando obstáculos a la hora de denunciar los hechos, entre ellos el estigma y el 

temor a represalias contra familiares que aún residen en los territorios de Ucrania 

ocupados temporalmente. Si bien mi Representante Especial reiteró la disposición de 

su Oficina a prestar apoyo técnico a las autoridades competentes de la Federación de 

Rusia en la aplicación de las medidas de prevención descritas en la resolución 

2467 (2019) del Consejo de Seguridad, las Naciones Unidas no han recibido 

información sobre las medidas correctivas adoptadas ni se les ha concedido acceso 

para llevar a cabo actividades de supervisión y verificación.  

72. A pesar de estas dificultades, la misión de vigilancia de los derechos humanos 

en Ucrania verificó 310 casos de violencia sexual relacionada con el conflicto, entre 

los que se incluyen violaciones, violaciones colectivas, mutilación genital, descargas 

eléctricas y golpes en los genitales, que afectaron a 280 hombres, 26 mujeres y 4 

niñas, perpetrados por las fuerzas armadas y de seguridad rusas, entre ellas el Servicio 

Penitenciario Federal, las Fuerzas Armadas de Rusia y el Servicio Federal de 

Seguridad. En 2025 se cometieron al menos 52 casos contra prisioneros de guerra y 
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detenidos civiles varones, principalmente tras su traslado a un nuevo centro. Los casos 

restantes, aunque fueron verificados y documentados en 2025, tuvieron lugar entre 

febrero de 2022 y diciembre de 2024. De los 310 casos documentados, 232 (el 

74,83 %) implicaban múltiples formas de violencia sexual, y 195 (el 62,9 %) 

implicaban múltiples incidentes de violencia sexual, que a menudo se utilizaba para 

castigar o humillar a los prisioneros de guerra y a los detenidos civiles, o para obtener 

confesiones de ellos. Un prisionero de guerra fue violado con un cuchillo por las 

fuerzas armadas rusas tras su captura en 2022 y, posteriormente, fue sometido a 

repetidos actos de violencia sexual (entre ellos, desnudez forzada, palizas y descargas 

eléctricas en los genitales) por parte del personal penitenciario ruso, hasta su 

liberación en 2025. El personal penitenciario ruso sometió a otro prisionero de guerra 

a múltiples actos de violencia sexual de naturaleza similar durante su detención, entre 

2022 y 2025. Según los testimonios recopilados desde la invasión de 2022, además 

de los prisioneros de guerra ucranianos, los detenidos civiles también fueron objeto 

de torturas y malos tratos generalizados y sistemáticos, entre los que se incluía la 

violencia sexual, según las conclusiones de la misión de observación de los derechos 

humanos. 

73. En cuanto a las tendencias generales, la violencia sexual relacionada con el 

conflicto ha afectado principalmente a los hombres. Sin embargo, los informes 

publicados en 2025 por organismos de las Naciones Unidas y organizaciones 

humanitarias también documentaron casos de violencia sexual contra mujeres y niñas. 

La Comisión Internacional Independiente de Investigación sobre Ucrania denunció 

violaciones y otras formas de violencia sexual cometidas como forma de tortura 

contra mujeres detenidas y civiles, y detalló cuatro casos de violación (incluidas 

agresiones con porras y otros objetos) perpetradas contra una prisionera de guerra y 

tres mujeres civiles, que causaron daños físicos y psicológicos a largo plazo (véase 

A/HRC/58/67). Los proveedores de servicios describieron otros casos de violencia 

sexual, entre ellos violaciones repetidas, violaciones colectivas y violencia sexual 

como forma de tortura contra mujeres y niñas, que se producen con frecuencia en 

domicilios particulares y suelen caracterizarse por una brutalidad extrema, así como 

durante detenciones ilegales o en puestos de control situados en territorios de Ucrania 

ocupados temporalmente por la Federación de Rusia.  

74. La misión de vigilancia de los derechos humanos en Ucrania también 

documentó 31 casos de violencia sexual relacionada con el conflicto en los que 

estaban implicados las fuerzas armadas ucranianas, el Servicio de Seguridad y el 

personal penitenciario, la mayoría de los cuales tuvieron lugar antes de 2025. Las 

violaciones consistieron en descargas eléctricas y golpes en los genitales, así como 

en desnudez forzada, perpetradas contra 27 hombres y 4 mujeres, entre los que se 

encontraban detenidos civiles y prisioneros de guerra en Ucrania; nueve de estos 

casos tuvieron lugar en 2025. El Gobierno de Ucrania siguió permitiendo el acceso a 

observadores independientes, abogados y familiares de los detenidos civiles y los 

prisioneros de guerra, al tiempo que adoptó medidas para reforzar la política nacional 

y el marco legislativo destinados a combatir la violencia sexual, en consonancia con 

el marco de cooperación de 2022 para hacer frente a la violencia sexual relacionada 

con los conflictos, acordado entre Ucrania y las Naciones Unidas, y su 

correspondiente plan de aplicación. En 2025 se promulgó la Ley núm. 4067-IX sobre 

reparaciones provisionales urgentes, que establece la concesión de reparaciones 

provisionales a quienes hayan sido afectados por este tipo de violencia, aunque su 

aplicación se ha retrasado. Se ampliaron los servicios multisectoriales; según el 

Servicio Social Nacional de Ucrania, existen 1.123 centros de prestación de servicios 

especializados para supervivientes. La red de centros de asistencia se reestructuró y 

se volvió a poner en funcionamiento en 2025. Se estaba elaborando un programa 

nacional plurianual de lucha contra la trata de personas (2026-2030), con el apoyo de 
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las Naciones Unidas, para hacer frente al aumento de los casos de trata de personas 

con fines de explotación sexual desde la invasión de Ucrania en 2022.  

 

  Recomendación 
 

75. Reitero mi exhortación a la Federación de Rusia a que ponga fin de inmediato a 

todos los actos de violencia sexual y colabore con mi Representante Especial para 

que se cumplan, en plazos específicos, los compromisos de lucha contra la violencia 

sexual, conforme a las resoluciones del Consejo de Seguridad 1960 (2010), 

2106 (2013) y 2467 (2019), entre los que deberían de figurar los de impartir órdenes 

inequívocas a través de las líneas de mando, investigar todas las denuncias creíbles y 

exigir que los responsables rindan cuentas. Reitero mi exhortación también a la 

Federación de Rusia a que ofrezca un acceso irrestricto para que se puedan realizar 

labores de seguimiento y se puedan prestar servicios a las personas supervivientes en 

las zonas y los centros de detención que están bajo su control. Exhorto a las 

autoridades ucranianas para que pongan fin de inmediato a todos los actos de 

violencia sexual y sigan abordando este problema, y celebro los avances logrados en 

la aplicación del marco de cooperación de 2022. Insto a las autoridades ucranianas a 

que garanticen que los autores de actos de violencia sexual rindan cuentas. 

 

  Yemen  
 

76. En el Yemen, persistió la violencia sexual relacionada con el conflicto, en un 

contexto de detenciones arbitrarias y proliferación de armas ilegales. En su 

seguimiento de los atentados graves contra la infancia, las Naciones Unidas 

verificaron incidentes de violencia sexual sufridos por seis niñas y seis niños. El 

Grupo de Expertos sobre el Yemen establecido en virtud de la resolución 2140 (2014) 

del Consejo de Seguridad informó de la existencia de violencia sexual generalizada 

relacionada con el conflicto en las zonas controladas por los huzíes. La violencia 

sexual se utilizó de forma estratégica para desmoralizar a los disidentes, por ejemplo, 

desnudando a las mujeres de la familia delante de los detenidos varones, además de 

los casos de violación de hombres durante su detención.  Exdetenidos y activistas de 

derechos humanos señalaron que han nacido niños en centros de detención como 

consecuencia de violaciones y que, en algunos casos, fueron separados de sus madres 

al cabo de un año, quedando los niños bajo la custodia de los huzíes. Las Zaynabiyat, 

una unidad compuesta exclusivamente por mujeres vinculada a los cuerpos de 

seguridad de los huzíes, han participado activamente en actos de violencia sexual 

relacionados con el conflicto, perpetrados como forma de tortura o castigo contra las 

mujeres. Persistieron los matrimonios infantiles, precoces y forzados, agravados por 

la pobreza, y se han recibido denuncias de que “supervisores” huzíes coaccionaban a 

mujeres y niñas para que contrajeran matrimonio (véase S/2025/650). 

77. Las mujeres y las niñas siguieron enfrentándose a restricciones de circulación y 

a limitaciones de seguridad que les impedían acceder a los servicios y a la ayuda 

humanitaria en el norte del Yemen. En 2025, el entorno operacional de los 

proveedores de servicios en las zonas controladas por los huzíes se vio aún más 

restringido debido a las detenciones arbitrarias por estos de personal de las Naciones 

Unidas, organizaciones no gubernamentales, la sociedad civil y misiones 

diplomáticas, así como a la incautación de locales y activos de la Organización. En 

diciembre, el recrudecimiento de las tensiones en las provincias del sur y el este 

agravó los riesgos para la seguridad y limitó el acceso seguro a los servicios por parte 

de las mujeres y niñas. Si bien la Comisión Nacional para la Investigación de las 

Presuntas Violaciones de Derechos Humanos ha incrementado la presentación de 

denuncias sobre la violencia sexual relacionada con el conflicto gracias a la asistencia 

técnica de las Naciones Unidas (resolución 30/18 del Consejo de Derechos Humanos), 

el marco jurídico del país siguió planteando obstáculos para que las personas 
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afectadas obtuvieran justicia, entre otras cosas debido al carácter restrictivo de las 

definiciones legales de la violación.  

 

  Recomendación 
 

78. Exhorto a las partes en conflicto a que pongan fin a toda forma de violencia 

sexual y permitan el acceso sin trabas a los centros de detención. Reitero mi 

exhortación a los huzíes a que liberen de forma inmediata e incondicional a los civiles 

detenidos arbitrariamente, incluido el personal de la Naciones Unidas y de sus 

asociados. Insto al Gobierno a que dé prioridad a un enfoque centrado en los 

supervivientes en materia de protección y prestación de servicios, de conformidad 

con la resolución 2467 (2019), y a que promulgue una legislación integral que 

tipifique como delito todas las formas de violencia sexual.  

 

 

 IV. Otras situaciones preocupantes 
 

 

  Etiopía 
 

79. En 2025, en medio de las renovadas tensiones en Tigré y la violencia que se 

prolongaba en Amara y Oromiya, las Naciones Unidas verificaron que se habían 

producido actos de violencia sexual (entre ellos violaciones y violaciones colectivas) 

contra siete mujeres y siete niñas en Oromiya y Tigré, perpetrados por grupos armados 

no estatales, entre ellos el Ejército de Liberación Oromo y milicias afiliadas al 

Gobierno. Los casos también implicaban a miembros de las fuerzas estatales, entre 

ellas las Fuerzas Nacionales de Defensa de Etiopía, la policía de Oromiya y Amara, 

así como a elementos de las Fuerzas de Defensa de Eritrea. Desde 2021, también se 

ha señalado la implicación de las Fuerzas Especiales y las milicias de Amara, así 

como de las fuerzas de Tigré (véanse los documentos S/2022/272, S/2023/413, 

S/2024/292 y S/2025/389). Como muestra de la magnitud y la gravedad del problema, 

en 2025, 5.700 personas afectadas por la violencia sexual recibieron atención médica 

en centros asistidos por el Comité Internacional de la Cruz Roja, en zonas afectadas 

por conflictos. Las proveedores de servicios humanitarios registraron casos y 

publicaron informes en 2025 en los que se detallaban con mayor precisión los 

patrones de violencia sexual perpetrados en Tigré desde 2020, entre ellos violaciones, 

violaciones colectivas, la introducción de objetos en el cuerpo y la transmisión 

intencionada del VIH, hechos que también fueron documentados por la Naciones 

Unidas y la Comisión de Derechos Humanos de Etiopía. Del mismo modo, se 

recibieron denuncias sobre casos de violencia sexual en Afar y Amara, entre ellos 

violaciones y esclavitud sexual en Amara.  

80. El Gobierno ha destacado varias medidas que ha adoptado para reforzar la 

rendición de cuentas. En 2025, dos agentes de la Policía de Oromiya y un miembro 

de una milicia afiliada al Gobierno fueron declarados culpables de violación y 

condenados a penas de entre 11 y 15 años de prisión. En Tigré, el Acuerdo de Paz 

Duradera mediante el Cese Permanente de las Hostilidades, firmado en 2022, 

reconoce explícitamente la violación como “arma de guerra” y establece la obligación 

de rendir cuentas y ofrecer reparación por la violencia sexual en el marco de una 

política nacional de justicia de transición. El Gobierno ha indicado que se están 

elaborando proyectos de ley para reforzar las disposiciones del Código Penal relativas 

a la violencia de género y revisar los requisitos probatorios. En muchas zonas 

remotas, los servicios seguían siendo en gran medida inaccesibles debido a la 

inseguridad y al estigma, lo que agravaba las graves consecuencias físicas y 

psicológicas a largo plazo de la violencia sexual para quienes habían sufrido este tipo 

de violencia.  
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  Recomendación 
 

81. Insto al Gobierno a que ponga en marcha un proceso de justicia transicional 

inclusivo que garantice los derechos de todas las víctimas a la verdad, la justicia y la 

reparación, y que exija responsabilidades a todos los autores de actos de violencia 

sexual, independientemente de su rango o afiliación. Exhorto al Gobierno a que 

ofrezca a todas las personas afectadas un acceso seguro y no discriminatorio a los 

servicios multisectoriales. Reitero mi exhortación al Gobierno a que colabore con mi 

Representante Especial a fin de elaborar un marco de cooperación para hacer frente a 

la violencia sexual. La Oficina de mi Representante Especial y los asociados de las 

Naciones Unidas sobre el terreno están dispuestos a prestar cooperación y asistencia 

técnicas. 

 

  Haití  
 

82. En 2025, los grupos delictivos organizados ampliaron su control sobre Puerto 

Príncipe, y en el departamento de Artibonito y partes del departamento de Centro, 

gracias al fácil acceso a armas de uso militar. Los patrones y tendencias de la violencia 

sexual relacionada con las bandas registrados en 2024, que se caracterizaron por una 

brutalidad extrema, se intensificaron en 2025, y mujeres y niñas que sufrieron 

agresiones en sus hogares y sus alrededores, en el  transporte público, en 

asentamientos informales y durante sus desplazamientos habituales por los barrios 

controlados por las bandas. La Oficina Integrada de las Naciones Unidas en Haití 

(BINUH) verificó casos que afectaban a 1.668 mujeres, 187 niñas, 2 hombres y seis 

niños, lo que supone un notable aumento del 163 % en comparación con 2024. La 

violación colectiva siguió siendo la forma más frecuente, representando el 77 % de 

las agresiones, seguida de la violación (18 %). En algunos casos, la violencia sexual 

vino acompañada de secuestros y matanzas. Además, según informes fiables, la 

esclavitud y la explotación sexuales están mucho más extendidas de lo que se ha 

documentado y constituyen una práctica sistemática por parte de numerosas bandas, 

en la que las víctimas son secuestradas, retenidas bajo amenaza de violencia, violadas 

repetidamente y objeto de trata con fines de explotación sexual. Varias personas que 

han sufrido violencia sexual denunciaron haber sido secuestradas y llevadas a un lugar 

desconocido, donde fueron violadas, incluso colectivamente,  por varios miembros de 

una banda. Entre los casos que afectaban a niñas figuraban violaciones colectivas 

durante un período prolongado y, en algunos casos, muertes, lo que sugiere que la 

violencia sexual contra los niños es un elemento central de las estr ategias empleadas 

por las bandas para ejercer su control. La violencia sexual perpetrada por adolescentes 

es un indicio más de una normalización precoz de la violencia sexual. El Panel de 

Expertos sobre Haití, establecido en virtud de la resolución 2653 (2022) del Consejo 

de Seguridad, recibió información sobre 25 niñas y mujeres, de entre 15 y 25 años, 

que fueron violadas, golpeadas o muertas por miembros de bandas armadas por 

haberse negado a unirse a la banda o a someterse a su control (S/2025/597). Estas 

violaciones no son casos aislados, sino que forman parte de un patrón más amplio de 

violencia sexual atribuido principalmente a Les Argentins, Boston, Brooklyn, 

Belekou, Canaan, Grand Ravine, Kokorat San Ras, Pierre VI y 5 Segond. En general, 

el aumento de los casos de violencia sexual, registrados en los departamentos de 

Artibonito y Centro, coincidió con un recrudecimiento de la actividad de las bandas. 

También se implicó a miembros de la Policía Nacional de Haití en algunos incidentes.  

83. Los casos de violencia sexual siguieron sin denunciarse en gran medida, debido 

al miedo a las represalias, la estigmatización, la escasez de servicios y la escasa 

confianza en las instituciones judiciales. Las organizaciones humanitarias registraron 

4.814 casos de violencia sexual, de los cuales más de 2.000 fueron violaciones 

colectivas, principalmente de mujeres y niñas. La violación provocó embarazos no 

deseados e infecciones de transmisión sexual, incluido el VIH. Con el apoyo de las 
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Naciones Unidas, las autoridades nacionales han creado unidades judiciales 

especializadas, una de las cuales se encargará de juzgar los delitos masivos, incluida 

la violencia sexual. Tras la creación de una comisión encargada de dar prioridad a los 

casos de violencia sexual (véase S/2025/389), el sistema de justicia ordinaria tenía, a 

diciembre de 2025, 90 casos pendientes de investigación y 69 en fase de instrucción, 

mientras que 36 habían sido resueltos. Las Naciones Unidas también siguieron 

prestando apoyo a la Policía Nacional de Haití y a los magistrados para reforzar las 

investigaciones, los enjuiciamientos y la resolución de casos, al tiempo que 

promovían una mayor coordinación entre la policía, los proveedores de servicios y la 

sociedad civil (en particular las organizaciones dirigidas por mujeres) con el fin de 

restablecer la confianza, mejorar la respuesta policial centrada en quienes sufrieron 

este tipo de violencia y fomentar la rendición de cuentas.  

 

  Recomendación 
 

84. Hago un llamamiento para que cese por completo la violencia sexual 

relacionada con los conflictos y para que todos los responsables rindan cuentas. Insto 

a la comunidad internacional a que amplíe su apoyo a las iniciativas nacionales en 

materia de ayuda humanitaria y seguridad, y a que dé prioridad a la protección, 

especialmente de las mujeres y niñas afectadas por la violencia sexual. Hago un 

llamamiento a todos los asociados para que respeten plenamente las normas más 

estrictas de protección y el derecho internacional en materia de derechos humanos 

durante toda la transición de la Misión Multinacional de Apoyo a la Seguridad a la 

Fuerza de Represión de las Bandas. Aliento a la comunidad internacional a que 

refuerce la asistencia prestada a las autoridades nacionales con el fin de garantizar la 

prestación de servicios multisectoriales y el acceso a la justicia para todas las personas 

afectadas.  

 

  Nigeria 
 

85. En 2025, en el noreste de Nigeria, grupos armados no estatales, en particular 

Boko Haram y la Provincia de África Occidental del Estado Islámico, cometieron 

actos de violencia sexual para aterrorizar a la población y castigar a quienes 

consideraban partidarios de grupos armados rivales. Las Naciones Unidas 

confirmaron que 324 niñas y 7 niños habían sido violados y sometidos a otras formas 

de violencia sexual, en particular en los estados de Borno, Adamawa y Yobe. Estos 

casos se produjeron durante secuestros perpetrados por grupos armados, tras los 

cuales se obligó a los niños a contraer matrimonio, así como durante ataques contra 

la población civil, especialmente en zonas rurales y en campamentos de desplazados 

internos. Los niños tenían entre 8 y 17 años. Las víctimas que lograron escapar del 

cautiverio de los grupos armados se enfrentaron a nuevos episodios de violencia 

sexual y estigmatización al regresar a sus comunidades. Los defensores de los 

derechos humanos y los trabajadores de primera línea se enfrentaron a amenazas y 

represalias por parte de grupos armados que intentaban impedir la documentación de 

estas violaciones. 

86. El Gobierno de Nigeria adoptó medidas para mejorar la prestación de servicios, 

incluida la atención clínica de las víctimas de violación. Al mismo tiempo, las 

denuncias de violencia sexual durante la detención y de explotación sexual en el 

contexto de los desplazamientos provocados por conflictos ponen de relieve la 

necesidad de reforzar la protección. Persistieron las carencias de recursos financieros 

y la escasez de personal cualificado, lo que provocó la reducción y la interrupción de 

los servicios y minó la confianza de las víctimas en las instituciones. En este contexto, 

las Naciones Unidas y los asociados internacionales respondieron mediante el uso de 

indicadores de alerta temprana (el seguimiento de las operaciones militares, los 

ataques perpetrados por grupos armados no estatales y las tendencias de 

https://docs.un.org/es/S/2025/389
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desplazamiento) para orientar las medidas adoptadas, incluido el despliegue de 

equipos sanitarios móviles.  

 

  Recomendación  
 

87. Condeno que los grupos armados no estatales secuestren a mujeres y niños y 

usen la violencia sexual contra ellos, e insto a que se los ponga inmediatamente en 

libertad y a que se ponga fin a estos delitos. Renuevo mi exhortación al Gobierno a 

que garantice que las personas afectadas tengan acceso a los servicios, y para que vele 

por la rendición de cuentas y por que las medidas antiterroristas se ajusten al derecho 

internacional de los derechos humanos y respondan a las necesidades de las mujeres 

y niñas vinculadas a grupos armados.  

 

 

 V. Medidas para hacer frente a los delitos de violencia sexual 
en situaciones de posconflicto 
 

 

88. Las autoridades nacionales adoptaron medidas de justicia transicional, entre 

ellas reparaciones para quienes sufrieron violencia sexual relacionada con los 

conflictos, aunque estos siguieron encontrando obstáculos jurídicos y administrativos 

para acceder a ellas. En junio de 2025, mi Representante Especial visitó Bosnia y 

Herzegovina para mantener conversaciones con las autoridades nacionales y la 

sociedad civil sobre el fortalecimiento de la rendición de cuentas y las medidas de 

indemnización. Hasta la fecha, de las entre 20.000 y 50.000 víctimas estimadas de 

violencia sexual relacionada con el conflicto, unas 1.000 han recibido una 

indemnización. Hasta la fecha, la comisión de indemnizaciones de Kosovo 2  ha 

aprobado 1.884 solicitudes, 77 de ellas en 2025. Sin embargo, las personas cuyas 

solicitudes hayan sido aprobadas deben presentar una solicitud adicional para poder 

recibir efectivamente la indemnización. El mandato de la comisión se prorrogó hasta 

2028. En 2025, tras el nombramiento de los comisionados de dos mecanismos de 

justicia transicional en Nepal, la reapertura del plazo para la presentación de 

denuncias dio lugar a la presentación de más de 4.000 denuncias relacionadas con la 

violencia sexual; sin embargo, las organizaciones de la sociedad civil han señalado 

que este plazo único de tres meses para la presentación de denuncias excluyó del 

proceso a muchas personas afectadas. La violencia sexual relacionada con el conflicto 

cometida durante el conflicto en Sri Lanka siguió quedando impune (véase 

A/HRC/60/21), dada la falta de mecanismos nacionales que garanticen la rendición 

de cuentas (véase CEDAW/C/LKA/CO/9). Aunque se están elaborando una política 

y un plan de acción sobre la reconciliación, persisten las preocupaciones respecto a 

la falta de garantías de seguridad adecuadas y de medidas de fomento de la confianza 

para quienes sufrieron este tipo de violencia y los testigos (véase A/HRC/60/21). De 

conformidad con la Ley de Apoyo a las Supervivientes Yazidíes, de 2021, a 31 de 

octubre de 2025 se habían abonado indemnizaciones a 2.587 solicitantes, entre las 

que se contaban 1.341 personas que habían sufrido violencia sexual de las 

comunidades yazidí, turcomana, shabak y cristiana.  

89. La prestación de servicios centrados en quienes sufrieron la violencia sexual en 

relación con los conflictos siguió siendo un aspecto fundamental de la justicia 

transicional, aunque no contó con financiación suficiente. Las restricciones 

presupuestarias limitaron considerablemente el acceso a la atención de salud mental 

y al apoyo psicosocial en el Iraq, ya que la Dirección General de Asuntos de los 

Supervivientes, dependiente del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, solo derivó 

a 17 personas para que recibieran el apoyo, lo que supone una disminución del 91 % 
__________________ 

 2 Las referencias a Kosovo deben entenderse en el contexto de la resolución 1244 (1999) del 

Consejo de Seguridad.   
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en comparación con 2024. Las organizaciones de la sociedad civil expresaron su 

preocupación por el hecho de que la retirada de la Misión de Asistencia de las 

Naciones Unidas para el Iraq (UNAMI), que concluyó en diciembre de 2025, pudiera 

dar lugar a deficiencias en materia de protección, prestación de servicios y acceso a 

la justicia para quienes sufrieron violencia sexual relacionada con el conflicto. La 

enmienda aprobada en Nepal en 2024 a la Ley de Justicia Transicional eliminó los 

plazos legales y estableció procedimientos “sensibles al género”. No obstante, 

seguían existiendo preocupaciones por la injerencia política y la falta de recursos. 

Con el apoyo de las Naciones Unidas, la Oficina de Reparaciones de Sri Lanka ha 

llevado a cabo consultas inclusivas con las comunidades afectadas por el conflicto, 

incluidas las personas afectadas por la violencia sexual, respecto de sus necesidades, 

con el fin de ampliar las iniciativas de reparación colectiva y el apoyo psicosocial. 

Sin embargo, el estigma asociado a la violencia sexual, la desconfianza arraigada 

hacia los procesos impulsados por el Estado y la falta de reconocimiento de la 

violencia sexual como una categoría diferenciada dentro de los marcos de 

indemnización económica socavan, en conjunto, la capacidad de las víctimas para 

acceder a la ayuda. 

90. La violencia sexual relacionada con los conflictos tiene repercusiones 

intergeneracionales y a largo plazo, a las que los Estados han respondido en mayor o 

menor medida. Seis mujeres yazidíes, que sufrieron violencia sexual relacionada con 

el conflicto y habían sido secuestradas por el Dáesh cuando eran niñas en 2014, fueron 

rescatadas en 2025 de los países vecinos a los que se las había trasladado con fines 

de trata. De los 6.417 yazidíes secuestrados por el Dáesh, 1.221 mujeres y 1.329 

hombres siguen desaparecidos. Aunque se ha reforzado el marco legislativo sobre los 

derechos de los niños nacidos de violaciones relacionadas con conflictos, su 

aplicación sigue siendo desigual, como ocurre en los Balcanes Occidentales. Las 

organizaciones dirigidas por supervivientes señalaron que los niños nacidos de 

violaciones relacionadas con los conflictos siguen enfrentándose a obstáculos en lo 

que respecta al acceso a la educación, la atención de la salud y sus derechos de 

ciudadanía, y que las víctimas de violencia sexual relacionada con los conflictos 

sufrían traumas físicos y psicológicos.  

 

  Recomendación 
 

91. Exhorto a las autoridades de los entornos posconflicto para que lideren los 

procesos de justicia transicional garantizando la participación efectiva de las personas 

afectadas por este tipo de violencia, las organizaciones dirigidas por ellas y la 

sociedad civil; destinando recursos suficientes para reparaciones transformadoras 

destinadas a las personas afectadas y a los niños nacidos de violaciones relacionadas 

con los conflictos; garantizando el acceso a la justicia de las personas afectadas en 

los procesos penales y de búsqueda de la verdad; y velando por que no se repitan las 

violaciones.  

 

 

 VI. Recomendaciones  
 

 

92. Las recomendaciones que figuran a continuación se basan en las presentadas en 

mis informes anteriores y deben leerse en conjunción con ellas.  

93. Recomiendo que el Consejo de Seguridad: 

 a) Exhorte a todas las partes en los conflictos a cesar de inmediato toda 

forma de violencia sexual relacionada con los conflictos, en cumplimiento de las 

resoluciones pertinentes del Consejo de Seguridad, según corresponda, y el 

derecho internacional humanitario; y aliente a todas las partes en conflicto, tanto 

las que sean estatales como no estatales, a que asuman la obligación de aplicar 
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medidas en plazos específicos para prevenir y afrontar la violencia sexual 

relacionada con los conflictos, conforme a lo dispuesto en las resoluciones 

1888 (2009), 1960 (2010), 2106 (2013) y 2467 (2019), y a que vigilen su 

cumplimiento por conducto del Grupo Oficioso de Expertos sobre las Mujeres y 

la Paz y la Seguridad, entre otros medios; 

 b) Garantice el seguimiento constante de los incidentes de violencia 

sexual y su incorporación sistemática como criterio autónomo de designación 

para la imposición de sanciones selectivas; asegure que los comités de sanciones 

reciban información oportuna sobre la violencia sexual relacionada con los 

conflictos, incluso, según proceda, a través de sus grupos de expertos de 

seguimiento y de la Oficina de mi Representante Especial, según corresponda; y 

considere la posibilidad de imponer sanciones a los autores que hayan aparecido 

cinco años o más en las listas que figuran en el anexo de este informe sin que se 

hayan adoptado medidas correctivas o de reparación, según proceda, de 

conformidad con lo dispuesto en el párrafo 3 de la resolución 1960 (2010) del 

Consejo de Seguridad; 

 c) Exhorte a las partes en conflicto a que faciliten a las Naciones Unidas 

y a los agentes humanitarios un acceso sin trabas a las zonas afectadas por los 

conflictos y las zonas ocupadas, con el fin de llegar a las personas afectadas por 

la violencia sexual relacionada con los conflictos que necesiten asistencia 

multisectorial; y a que respeten y protejan al personal humanitario y de las 

Naciones Unidas, de conformidad con la resolución 2730 (2024) del Consejo de 

Seguridad y el derecho internacional humanitario; 

 d) Garantice que en las autorizaciones y renovaciones de los mandatos 

de las operaciones de paz se incluyan o mantengan referencias al despliegue de 

asesores de protección de las mujeres; y promueva el despliegue de asesores de 

protección de las mujeres en las operaciones de paz y las oficinas de los 

coordinadores residentes y de asuntos humanitarios de las Naciones Unidas en 

todas las situaciones preocupantes, de conformidad con la resolución 2467 (2019) 

del Consejo de Seguridad; 

 e) Solicite que, durante las transiciones de las operaciones de 

mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas a misiones políticas especiales o 

equipos de las Naciones Unidas en los países, las autorizaciones de mandato y los 

procesos de planificación incorporen: disposiciones operacionales específicas 

para hacer frente a la violencia sexual relacionada con los conflictos, incluida la 

retención y el despliegue oportuno de asesores de protección de las mujeres;  

parámetros de referencia e indicadores específicos para abordar la violencia 

sexual en los marcos de protección y consolidación de la paz;  una colaboración 

eficaz con las partes en conflicto para alcanzar compromisos con plazos 

específicos; y el apoyo a la labor de los arreglos de vigilancia, análisis y 

notificación, lo que proporciona una base de información fiable para adoptar 

medidas oportunas de prevención, mitigación del riesgo y protección ; 

 f) Evalúe los riesgos de que se produzcan violaciones del derecho 

internacional, incluida la violencia sexual relacionada con los conflictos, para los 

civiles detenidos; y apoye el acceso de las entidades de las Naciones Unidas 

encargadas de llevar a cabo actividades de supervisión;  

 g) Considere la posibilidad de remitir a la Corte Penal Internacional, con 

arreglo a lo previsto en el artículo 13 b) del Estatuto de Roma, las situaciones en 

las que se constata violencia sexual, según la definición que figura en el Estatuto .  

94. Aliento a los Estados Miembros a que: 

https://docs.un.org/es/S/RES/1888(2009)
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 a) Adopten un enfoque centrado en las personas que han sufrido 

violencia sexual en relación con los conflictos dando prioridad a sus derechos, 

necesidades y aspiraciones; y fomenten unas condiciones propicias para que estas 

personas puedan obtener apoyo sin discriminación, por ejemplo aumentando la 

financiación de los servicios, como los de prevención y tratamiento del VIH, 

asistencia médica sexual y reproductiva, interrupción segura del embarazo, 

atención psicosocial y jurídica y reintegración socioeconómica;  

 b) Aporten recursos específicos para el despliegue de asesores de 

protección de las mujeres en todas las situaciones que requieran atención;  

garanticen un número adecuado de estas plazas en el presupuesto ordinario de 

las operaciones de mantenimiento de la paz, las misiones políticas especiales y 

las oficinas de los coordinadores residentes y de asuntos humanitarios;  y apoyen 

a las autoridades nacionales, regionales y locales, a las redes de supervivientes, a 

las organizaciones dirigidas por mujeres y a los proveedores de servicios para 

que impulsen comunicados y marcos de cooperación conjuntos;  

 c) Fomenten un sector de la seguridad que tenga en cuenta las cuestiones 

de género y edad mediante una supervisión y una rendición de cuentas eficaces, 

evitando así el reclutamiento, la permanencia o el ascenso, dentro de las 

instituciones de seguridad o las fuerzas armadas de reserva, de personas sobre 

las que existan sospechas fundadas de haber cometido violaciones ;  

 d) Adopten legislación y políticas nacionales que respondan a las 

cuestiones de género en materia de control de armas y gestión de armas y 

municiones, de conformidad con sus obligaciones, en particular en lo que 

respecta a la lucha contra la delincuencia organizada transnacional y a la gestión 

de las armas pequeñas y las armas ligeras ilícitas y las municiones 

convencionales, de acuerdo con los convenios y marcos internacionales y 

regionales pertinentes; 

 e) Refuercen la rendición de cuentas aprobando leyes inspiradas en las 

Disposiciones Legislativas Modelo y Orientaciones sobre la Investigación y el 

Enjuiciamiento de los casos de Violencia Sexual Relacionada con los Conflictos, 

mejorando la investigación, el enjuiciamiento y las capacidades forenses 

utilizando los mecanismos judiciales adecuados, con independencia del rango o 

la filiación del agresor, y promoviendo reparaciones transformadoras .  

95. Aliento a todas las partes interesadas, incluidos los Estados Miembros, los 

donantes y las organizaciones regionales e intergubernamentales, a :  

 a) Abordar la falta crónica de financiación mediante la prestación de 

apoyo financiero previsible y sostenible al fondo fiduciario multipartito para la 

violencia sexual relacionada con los conflictos, que respalda la labor de la red de 

Acción de las Naciones Unidas contra la Violencia Sexual en los Conflictos en la 

prestación de servicios multisectoriales, así como la labor del Equipo de Expertos 

sobre el Estado de Derecho y la Violencia Sexual en los Conflictos en materia de 

justicia y rendición de cuentas; 

 b) Incluir disposiciones que prohíban y traten la violencia sexual 

relacionada con los conflictos al concebir y aplicar los acuerdos de paz, alto el 

fuego o cese de las hostilidades, acuerdos de supervisión electoral, y arreglos o 

acuerdos ulteriores, y que esos delitos no puedan amnistiarse ni prescribir; y 

promover la participación plena y efectiva de las mujeres y supervivientes en los 

procesos políticos, de establecimiento y consolidación de la paz, de respuesta 

humanitaria y de justicia transicional;  
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 c) Crear un entorno propicio para la participación segura de las mujeres 

en la vida pública y política, y establecer mecanismos de respuesta urgente para 

hacer frente a las represalias, incluso por su cooperación con las Naciones 

Unidas;  

 d) Apoyar la capacitación del personal de las Naciones Unidas, incluido 

el de las operaciones sobre el terreno de la Organización que se encuentran en 

fase de transición y reducción gradual, sobre cómo tratar la violencia sexual 

relacionada con los conflictos. 
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Anexo  
 

  Lista de las partes sobre las que pesan sospechas fundadas 
de ser autoras o responsables de actos sistemáticos de 
violación u otras formas de violencia sexual en las 
situaciones de conflicto armado sometidas a la 
consideración del Consejo de Seguridad  
 

 

 La lista que sigue no es exhaustiva, sino que incluye a las partes sobre las que 

se dispone de información fidedigna. Cabe señalar que los nombres de los países y 

territorios sirven solo para indicar el lugar donde se sospecha que esas partes están 

cometiendo violaciones. 

 Los siguientes actores estatales han asumido compromisos formales para 

abordar la violencia sexual relacionada con los conflictos y se encuentran en distintas 

fases de aplicación: fuerzas armadas nacionales de la República Centroafricana; 

Fuerzas Armadas de la República Democrática del Congo; Policía Nacional 

Congolesa; Ejército Nacional Somalí; Fuerza de Policía Somalí; Fuerzas de Defensa 

del Pueblo de Sudán del Sur; Servicio de Policía Nacional de Sudán del Sur; y Fuerzas 

Armadas Sudanesas. La República de la Unión de Myanmar asumió compromisos 

formales en 2018, pero las fuerzas armadas de Myanmar, incluida la Guardia de 

Fronteras integrada, han avanzado poco en su aplicación.  

 En la República Democrática del Congo se observó una notable tendencia a la 

baja en los casos de violencia sexual relacionada con el conflicto verificados por las 

Naciones Unidas y atribuidos a la Policía Nacional Congolesa durante los últimos 

cinco años. Esta evolución positiva coincide con el compromiso constante del 

Gobierno de la República Democrática del Congo con mi Representante Especial para 

garantizar la rendición de cuentas y el compromiso sostenido de las autoridades 

nacionales de hacer frente a la violencia sexual relacionada con el conflicto. Cabe 

destacar que esta colaboración se ha traducido en la elaboración de hojas de ruta 

específicas para la policía en el marco del anexo de 2019 al comunicado conjunto 

sobre la prevención de la violencia sexual relacionada con el conflicto. En mi próximo 

informe, consideraré la posibilidad de retirar a la Policía Nacional Congolesa de la 

lista, teniendo en cuenta el continuo deterioro observado, junto con los avances 

demostrables en la aplicación de las hojas de ruta específicas para el ejército y la 

policía destinadas a combatir la violencia sexual, así como los compromisos oficiales 

relativos a la lucha contra la violencia sexual relacionada con el conflicto.  

 Además de las preocupaciones expresadas en el apéndice de mi informe anterior 

(S/2025/389), las Naciones Unidas han seguido documentando incidentes y patrones 

de violencia sexual en Ucrania y en el contexto de Israel y el Territorio Palestino 

Ocupado. A pesar de mi exhortación a las partes incluidas en la lista para que cesaran 

de inmediato todos los actos de violencia sexual y cumplieran los compromisos 

específicos con plazos específicos, tal y como se establece en la resolución 

2467 (2019) del Consejo de Seguridad (párrs. 1 y 2), se siguió denegando 

sistemáticamente el acceso a los observadores de las Naciones Unidas y no se han 

aplicado las medidas específicas de prevención y rendición de cuentas previstas en la 

resolución.  

 Los siguientes actores no estatales han asumido compromisos para abordar la 

violencia sexual relacionada con el conflicto: Grupo de Autodefensa de los Tuaregs 

Imgads y sus Aliados, parte de la Plataforma de los Movimientos del 14 de Junio de 

2014 de Argel; Movimiento Nacional de Liberación de Azawad, parte de la 

Coordinadora de Movimientos de Azawad; y Ejército de Liberación del Pueblo del 

https://docs.un.org/es/S/2025/389
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Sudán en la Oposición – pro-Machar. Sin embargo, se han hecho pocos avances en el 

cumplimiento de estos compromisos.  

 Los actores estatales y no estatales que han asumido compromisos se indican 

con un asterisco en la lista que figura a continuación.  

 

  Partes en la República Centroafricana 
 

1. Agentes no estatales  

 a) Azande Ani Kpi Gbe;  

 b) Coalición de Patriotas por el Cambio – el ex-Presidente François Bozizé: 

i) Retorno, Reclamación y Rehabilitación – General Bobbo; ii) antibalaka 

Mokom-Maxime Mokom; iii) antibalaka Ngaïssona-Dieudonné Ndomate; 

iv) Frente Popular para el Renacimiento de la República 

Centroafricana-Noureddine Adam y el Comandante de zona Mahamat 

Salleh; v) Movimiento Patriótico por la República 

Centroafricana – Mahamat Al-Khatim; vi) Unidad por la Paz en la 

República Centroafricana – Ali Darrassa;  

 c) Frente Democrático del Pueblo Centroafricano – Abdoulaye Miskine;  

 d) Ejército de Resistencia del Señor;  

 e) Revolución y Justicia.  

 

2. Agentes estatales  

 Fuerzas Armadas de la República Centroafricana*. 

 

  Partes en la República Democrática del Congo 
 

1. Agentes no estatales 

 a) Alianza de Patriotas por un Congo Libre y Soberano-Janvier;  

 b) Fuerzas Democráticas Aliadas;  

 c) Chini ya Tuna;  

 d) Cooperativa para el Desarrollo del Congo;  

 e) Fuerzas Democráticas de Liberación de Rwanda;  

 f) Fuerza de Resistencia Patriótica de Ituri;  

 g) Fuerzas Nacionales de Liberación; 

 h) Fuerzas Patrióticas Populares-Ejército del Pueblo;  

 i) Ejército de Resistencia del Señor;  

 j) Mai-Mai Apa Na Pale;  

 k) Mai-Mai del grupo armado de la Unión de Patriotas por la Liberación del 

Congo; 

 l) Mai-Mai Kifuafua;  

 m) Mai-Mai Malaika; 

 n) Mai-Mai Perci Moto;  

__________________ 

 * Indica que la parte se ha comprometido formalmente a adoptar medidas para hacer frente a la 

violencia sexual relacionada con el conflicto. 
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 o) Mai-Mai Raia Mutomboki;  

 p) Mai-Mai Yakutumba;  

 q) Alianza Río Congo/Movimiento 23 de Marzo (AFC/M23);  

 r) Nduma Defensa del Congo; 

 s) Nduma Defensa del Congo Renovado – facción liderada por el “General” 

Guidon Shimiray Mwissa y facción liderada por el Comandante Gilbert 

Bwira Shuo y el Comandante Adjunto Fidel Malik Mapenzi;  

 t) Ngumino;  

 u) Nyatura;  

 v) Resistencia en pro del Estado de Derecho en Burundi (RED Tabara);  

 w) Milicias twas;  

 x) Twirwaneho;  

 y) Unión de Patriotas para la Defensa de los Ciudadanos;  

 z) Elementos armados de Wazalendo;  

 aa) Milicia Zaire.  

 

2. Agentes estatales  

 a) Fuerzas Armadas de la República Democrática del Congo*;  

 b) Policía Nacional Congolesa. 

 

  Partes en Israel y el Territorio Palestino Ocupado  
 

1. Agentes no estatales  

 Hamás. 

 

2. Agentes estatales 

 Fuerzas armadas y de seguridad israelíes.  

 

  Partes en Libia 
 

1. Agentes no estatales 

 Servicio de Seguridad Nacional (Bengasi).  

 

2. Agentes estatales 

 a) Cuerpo de Disuasión para la Lucha contra el Terrorismo y la Delincuencia 

Organizada; 

 b) Administración General de Lucha contra la Migración Ilegal 

(anteriormente denominado Departamento de Lucha contra la Migración 

Ilegal). 

 

  Partes en Malí 
 

Agentes no estatales 

 a) Jama‘a Nusrat ul-Islam wa al-Muslimin, incluidos Ansar Eddine y 

Al-Qaida en el Magreb Islámico; 
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 b) Provincia del Sahel del Estado Islámico (anteriormente conocido como 

Estado Islámico del Gran Sáhara); 

 c) Grupo de Autodefensa de los Tuaregs Imgads y sus Aliados, miembro de 

la Plataforma de los Movimientos del 14 de Junio de 2014 de Argel*;  

 d) Movimiento Nacional de Liberación de Azawad, miembro de la 

Coordinadora de Movimientos de Azawad*.  

 

  Partes en Myanmar 
 

Agentes estatales 

 Fuerzas armadas de Myanmar y su Guardia de Fronteras*.  

 

  Partes en Somalia 
 

1. Agentes no estatales 

 Al-Shabaab. 

 

2. Agentes estatales 

 a) Ejército Nacional Somalí*; 

 b) Fuerza de Policía Somalí* (y sus milicias aliadas);  

 c) Fuerzas de Puntlandia.  

 

  Partes en Sudán del Sur 
 

1. Agentes no estatales 

 a) Ejército de Resistencia del Señor;  

 b) Movimiento por la Justicia y la Igualdad;  

 c) Ejército de Liberación del Pueblo del Sudán en la Oposición – pro-Machar*.  

 

2. Agentes estatales 

 a) Fuerzas de Defensa del Pueblo de Sudán del Sur*;  

 b) Servicio de Policía Nacional de Sudán del Sur*.  

 

  Partes en el Sudán 
 

1. Agentes no estatales 

 a) Movimiento por la Justicia y la Igualdad;  

 b) Fuerzas de Apoyo Rápido* y sus milicias armadas aliadas;  

 c) Ejército de Liberación del Sudán-Abdul Wahid. 

 

2. Agentes estatales 

 Fuerzas Armadas Sudanesas*.  

 

  Partes en la República Árabe Siria 
 

1. Agentes no estatales 

 a) Ahrar al-Sham; 

 b) Ejército del Islam; 



S/2026/321 
 

 

40/40 26-02226 

 

 c) Estado Islámico en el Iraq y el Levante (Dáesh);  

 d) Hay’at Tahrir al-Sham. 

 

2. Agentes estatales 

 Fuerzas gubernamentales del antiguo régimen sirio, incluidas las Fuerzas de 

Defensa Nacional, los servicios de inteligencia y las milicias 

progubernamentales.  

 

  Partes en Ucrania 
 

Agentes estatales 

 Las fuerzas armadas y de seguridad rusas.  

 

  Otras partes que generan preocupación que se hallan sometidas 

a la consideración del Consejo de Seguridad 
 

  Partes incluidas en la lista del Comité del Consejo de Seguridad establecido 

en virtud de la resolución 2653 (2022) relativa a Haití  
 

 a) Coalición Viv Ansanm (antes conocida como Familia G9 y Aliados y G 

Pep), que incluye a: i. Delmas 6 (Jimmy Cherizier); ii. Pandilla 5 Segond 

(Johnson André); iii. Pandilla Grand Ravine (Renel Destina); iv. Pandilla Kraze 

Barye (Vitelhomme Innocent); Pandilla v. 400 Mawozo (Wilson Joseph); 

vi. Canaan (Jeff Larose); vii. Les Argentins (Kempes Sanon); viii. Kokorat San 

Ras (Benji); 

 b) Gran Grif (Luckson Elan). 

 

  Partes incluidas en la lista del Comité del Consejo de Seguridad dimanante de las 

resoluciones 1267 (1999), 1989 (2011) y 2253 (2015) relativas al Estado Islámico 

en el Iraq y el Levante (Dáesh), Al-Qaida y las personas, grupos, empresas y 

entidades asociados 
 

 a) Provincia de África Occidental del Estado Islámico;  

 b) Jama’atu Ahlis-Sunna Lidda’Awati Wal Jihad (Boko Haram);  

 c) Estado Islámico en el Iraq y el Levante (Dáesh);  

 d) Jama‘a Nusrat ul-Islam wa al-Muslimin; 

 e) Ansar Eddine; 

 f) Al-Qaida en el Magreb Islámico; 

 g) Provincia del Sahel del Estado Islámico (anteriormente conocido como 

Estado Islámico del Gran Sáhara).  

 

https://docs.un.org/es/S/RES/2653(2022)
https://docs.un.org/es/S/RES/1267(1999)
https://docs.un.org/es/S/RES/1989(2011)
https://docs.un.org/es/S/RES/2253(2015)

